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HONORABLE CÁMARA DE SENADORES

N° 15

SON LAS 15:17 HORAS

SEÑOR PRESIDENTE: Muy buenas tardes señores Senadores y señoras Senadoras. Siendo las quince horas con diecisiete minutos y habiendo el cuórum correspondiente, damos inicio a la sesión de la fecha, con la presencia de veinticinco colegas en la sala.

I. CONSIDERACIÓN DEL ACTA


A consideración el Acta N° 5 de la Sesión Extraordinaria de fecha 11 de julio del 2013. Si no hay observación se dará por aprobada.


APROBADA


Por Secretaría General se dará lectura de los Asuntos Entrados.

II. ASUNTOS ENTRADOS

A. MENSAJES DEL PODER EJECUTIVO

SECRETARIO GENERAL: II.A.1. N° 9 del Presidente de la República del Paraguay, don Horacio Manuel Cartes Jara, de fecha 20 de septiembre de 2013, por la cual comunica que se ausentará del país el 30 de septiembre del corriente año, con motivo de realizar una visita oficial a la República Federativa del Brasil.

SEÑOR PRESIDENTE: Se toma nota.
SECRETARIO GENERAL: II.A.2. N° 16. Ministerio de Relaciones Exteriores, de fecha 20 de septiembre de 2013, por el cual remite la “Convención conjunta sobre seguridad en la gestión del combustible gastado y sobre la seguridad en la gestión de desechos radiactivos”, adoptada en la ciudad de Viena, Austria, el 5 de septiembre de 1997.
SEÑOR PRESIDENTE: Pasa a las Comisiones de Legislación, Codificación, Justicia y Trabajo; a la de Relaciones Exteriores y Asuntos Internacionales; y a la de Energía, Recursos Naturales, Población, Ambiente, Producción y Desarrollo Sostenible.
SECRETARIO GENERAL: II.A.3. N° 18. Ministerio del Interior, de fecha 20 de septiembre de 2013, por el cual solicita el acuerdo constitucional para el ascenso al grado inmediato superior de Oficiales Comisarios Generales y Oficiales Superiores de la Policía Nacional, por reunir los requisitos exigidos, según consta en Acta Nº 2/2013 del Tribunal Superior de Calificaciones de Servicio para Oficiales, convocado y conformado de acuerdo a los artículos 156 y 157 de la Ley Nº 222/1993.

SEÑOR PRESIDENTE: Pasa a la Comisión de Asuntos Constitucionales, Defensa Nacional y Fuerza Pública.
SECRETARIO GENERAL: II.A.4. N° 19. Ministerio de Defensa Nacional, de fecha 20 de septiembre de 2013, por el cual solicita de conformidad a lo previsto en el artículo 224 numeral 5) de la Constitución Nacional, la autorización correspondiente para que un Oficial Superior, Oficiales Subalternos y Suboficiales de las Fuerzas Armadas de la Nación, viajen a la República Federativa del Brasil desde la segunda quincena de noviembre de 2013 hasta la segunda quincena de mayo de 2014, quienes cumplirán Operaciones de Mantenimiento de Paz en la República de Haití con el Contingente de la Fuerza de Paz del Ejército Brasileño. 

SEÑOR PRESIDENTE: Pasa a la Comisión de Asuntos Constitucionales, Defensa Nacional y Fuerza Pública.
SECRETARIO GENERAL: II.A.5. N° 21. Ministerio de Hacienda, de fecha 20 de septiembre de 2013, por el cual remite el proyecto de Ley “Que aprueba la carta convenio de cooperación técnica no reembolsable atn/oc – 13604 – pr fortalecimiento del sistema de control gubernamental por ochocientos cuarenta y cinco mil dólares de los Estados Unidos de América (USD 845.000.-), con cargo a los recursos del capital ordinario del Banco Interamericano de Desarrollo (BID), suscrita entre la República del Paraguay y el BID, el 15 de marzo de 2013, en la ciudad de Panamá, en el marco de la asamblea anual de gobernadores del Banco, cuya ejecución estará a cargo de la Contraloría General de la República (CGR); y se amplía el Presupuesto General de la Nación para el Ejercicio Fiscal 2013, aprobado por la Ley Nº 4.848 del 2 de enero de 2013”.
SEÑOR PRESIDENTE: Pasa a las Comisiones de Hacienda y Presupuesto; a la de Relaciones Exteriores y Asuntos Internacionales; y a la de Cuentas y Control de la Administración Financiera del Estado.
B. MENSAJES DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS

SECRETARIO GENERAL: II.B.1. N° 161 de fecha 24 de septiembre de 2013, por el cual remite el proyecto de Ley “Que declara en situación de emergencia a los departamentos Central, Cordillera, Caaguazú, Alto Paraná, Amambay y otras zonas afectadas e insta a las autoridades nacionales, la adopción de medidas favorables para mejorar las condiciones de las familias afectadas por los desastres climatológicos”.(Origen: presentado por varios Diputados Nacionales, aprobado por la Cámara de Diputados en sesión de fecha 23 de septiembre de 2013).

SEÑOR PRESIDENTE: Pasa a la Comisión de Asuntos Constitucionales, Defensa Nacional y Fuerza Pública.
SECRETARIO GENERAL: II.B.2. N° 136 de fecha 24 de septiembre de 2013, por el cual remite el proyecto de Ley “Que declara de interés social y expropia a favor de la Municipalidad de Ayolas, fracciones de inmuebles individualizadas como Fincas Nº 475, 476 Y 643, ubicadas en el barrio San Rafael del citado municipio, para asiento de una plaza pública”. (Origen: presentado por el entonces Diputado Nacional Juan Roberto Espínola, aprobado por la Cámara de Diputados en sesión de fecha 10 de septiembre de 2013).
SEÑOR PRESIDENTE: Pasa a la Comisión de Asuntos Departamentales, Municipales, Distritales y Regionales.
SECRETARIO GENERAL: II.B.3. N° 137 de fecha 24 de septiembre de 2013, por el cual remite el proyecto de Ley “Que amplía el Presupuesto General de la Nación para el Ejercicio Fiscal 2013, aprobado por Ley Nº 4.848 del 2 de enero de 2013 – Ministerio de Salud Pública y Bienestar Social”. (G. 966.629.047.-) (Fuente 20) (Ejecución del Proyecto Desarrollo Infantil Temprano) (Origen: remitido por el Poder Ejecutivo con Mensaje Nº 995/13, aprobado por la Cámara de Diputados en sesión de fecha 10 de septiembre de 2013).
SEÑOR PRESIDENTE: Pasa a las Comisiones de Hacienda y Presupuesto; y a la de Cuentas y Control de la Administración Financiera del Estado.
SECRETARIO GENERAL: II.B.4. N° 155 de fecha 24 de septiembre de 2013, por el cual remite la Resolución Nº 198 “Que rechaza el proyecto de Ley que concede pensión graciable a la señora Isabel Torres De Segovia”. (Origen: presentado por el entonces Senador Roger Caballero, aprobado por la Cámara de Senadores en sesión de fecha 13 de junio de 2013 y rechazado por la Cámara de Diputados en sesión de fecha 18 de septiembre de 2013). 

SEÑOR PRESIDENTE: Pasa a las Comisiones de Hacienda y Presupuesto; y a la de  Cuentas y Control de la Administración Financiera del Estado.
SECRETARIO GENERAL: II.B.5. N° 156 de fecha 24 de septiembre de 2013, por el cual remite la Resolución Nº 199 “Que rechaza el proyecto de Ley que aumenta pensión graciable al señor Julio Oscar Sosa López, artista nacional”. (Origen: presentado por el entonces senador Orlando Fiorotto, aprobado por la Cámara de Senadores en sesión de fecha 13 de junio de 2013 y rechazado por la Cámara de Diputados en sesión de fecha 18 de septiembre de 2013).

SEÑOR PRESIDENTE: Pasa a las Comisiones de Hacienda y Presupuesto; y a la de Cuentas y Control de la Administración Financiera del Estado.
SECRETARIO GENERAL: II.B.6. N° 157 de fecha 24 de septiembre de 2013, por el cual remite la Resolución Nº 200 “Que rechaza el proyecto de Ley, que concede pensión graciable al señor Román Escobar Colman”. (Origen: presentado por el entonces senador Jorge Céspedes, aprobado por la Cámara de Senadores en sesión de fecha 13 de junio de 2013 y rechazado por la Cámara de Diputados en sesión de fecha 18 de septiembre de 2013). 
SEÑOR PRESIDENTE: Pasa a las Comisiones de Hacienda y Presupuesto; y a la de Cuentas y Control de la Administración Financiera del Estado.
SECRETARIO GENERAL: II.B.7. N° 158 de fecha 24 de septiembre de 2013, por el cual remite la Resolución Nº 201 “Que rechaza el proyecto de Ley, que concede pensión graciable a la señora Aura Nélida Machuca Roa”. (Origen: presentado por el entonces Senador Roger Caballero, aprobado por la Cámara de Senadores en sesión de fecha 13 de junio de 2013 y rechazado por la Cámara de Diputados en sesión de fecha 18 de septiembre de 2013). 
SEÑOR PRESIDENTE: Pasa a las Comisiones de Hacienda y Presupuesto; y a la de Cuentas y Control de la Administración Financiera del Estado.
SECRETARIO GENERAL: II.B.8. N° 159 de fecha 24 de septiembre de 2013, por el cual remite la Resolución Nº 202 “Que rechaza el proyecto de Ley, que concede pensión graciable al señor Reinaldo Benítez González”. (Origen: presentado por el entonces Senador Jorge Céspedes, aprobado por la Cámara de Senadores en sesión de fecha 13 de junio de 2013 y rechazado por la Cámara de Diputados en sesión de fecha 18 de septiembre de 2013). 
SEÑOR PRESIDENTE: Pasa a las Comisiones de Hacienda y Presupuesto; y a la de Cuentas y Control de la Administración Financiera del Estado.
C. PRESENTACIONES DE SENADORES

SECRETARIO GENERAL: II.C.1. Nota presentada por el Senador Eduardo Petta, por la cual comunica que se ausentará del país del 30 de septiembre al 5 de octubre del corriente año, por motivo de participar como disertante al VII Seminario Internacional de Seguridad Vial, a llevarse a cabo en la ciudad de Bogotá – Colombia.

SEÑOR PRESIDENTE: Se toma nota.
SECRETARIO GENERAL: II.C.2. Nota presentada por el Senador Miguel López Perito, por la cual comunica que se ausentará en la sesión de fecha 26 de septiembre del corriente año, por motivo de participar del Seminario “Escenario de la Integración Regional”, a realizarse en la ciudad de Montevideo, Uruguay.

SEÑOR PRESIDENTE: Se toma nota.
SECRETARIO GENERAL: II.C.3. Nota presentada por la Senadora Emilia Alfaro de Franco, por la cual comunica que se ausentará del país del 23 al 26 de septiembre del corriente año, por motivos particulares.

SEÑOR PRESIDENTE: Se toma nota.
SECRETARIO GENERAL: II.C.4. Nota presentada por la Senadora Lilian Samaniego, por la cual comunica que se ausentará del país del 21 al 27 de septiembre del corriente año.

SEÑOR PRESIDENTE: Se toma nota.
SECRETARIO GENERAL: II.C.5. Nota presentada por el Senador Enrique Bacchetta, por la cual comunica que se ausentará del país entre los días jueves 26 y viernes 27 de septiembre del corriente año, por motivo de participar en la reunión del Parlamento Latinoamericano, a realizarse en el Senado de la República de los Estados Unidos Mexicanos.

SEÑOR PRESIDENTE: Se toma nota.
D. PRESENTACIÓN OFICIAL
SECRETARIO GENERAL: II.D.1. Nota Nº 102 de la Presidencia de la Cámara de Diputados, de fecha 24 de septiembre de 2013, en referencia al proyecto de Ley “Que amplía la programación de montos de los ingresos y gastos del Presupuesto General de la Nación para el Ejercicio Fiscal 2013, aprobado por Ley Nº 4.848 de fecha 2 de enero de 2013 – Servicio Nacional de Calidad Y Sanidad Vegetal y de Semillas (SENAVE)”, que fuera remitido por la Cámara de Diputados según Mensaje Nº 75, a los efectos de comunicar que se ha deslizado un error material involuntario.
SEÑOR PRESIDENTE: Se toma nota y se agrega a sus antecedentes obrantes en Comisiones. 
E. DICTÁMENES

SECRETARIO GENERAL: II.E.1.a) De la Comisión de Legislación, Codificación, Justicia y Trabajo, que aconseja la aprobación con modificaciones del proyecto de Ley “De promoción de la inversión en infraestructura pública”, remitido por la Cámara de Diputados, según Mensaje N° 2.272.

SEÑOR PRESIDENTE: Se toma nota.
SECRETARIO GENERAL: II.E.1.b) De la Comisión de Legislación, Codificación, Justicia y Trabajo, que aconseja el rechazo del proyecto de Ley “de promoción de la inversión en infraestructura pública”, remitido por la Cámara de Diputados, según Mensaje N° 2.272.

SEÑOR PRESIDENTE: Se toma nota.
SECRETARIO GENERAL: II.E.2.a) De la Comisión de Hacienda y Presupuesto, que aconseja la aprobación con modificaciones del proyecto de Ley “De promoción de la inversión en infraestructura pública”, remitido por la Cámara de Diputados, según Mensaje N° 2.272.
SEÑOR PRESIDENTE: Se toma nota.
SECRETARIO GENERAL: II.E.2.b) De la Comisión de Hacienda y Presupuesto, que aconseja el rechazo de las siguientes presentaciones:
a) Proyecto de Ley “Que modifica y amplía la Ley N° 1.302/98, que establece modalidades y condiciones especiales y complementarias a la Ley N° 1.045/83, que establece el régimen de obras públicas”, remitido por la Cámara de Diputados, según Mensaje N° 2.318.
b) Proyecto de Ley “De promoción de la inversión en infraestructura pública”, remitido por la Cámara de Diputados, según Mensaje N° 2.272.
SEÑOR PRESIDENTE: Se toma nota.
SECRETARIO GENERAL: II.E.3.a) De la Comisión de Economía, Cooperativismo, Desarrollo e Integración Económica Latinoamericana, que aconseja la aprobación con modificaciones del proyecto de Ley “De promoción de la inversión en infraestructura pública”, remitido por la Cámara de Diputados, según Mensaje Nº 2.272.

SEÑOR PRESIDENTE: Se toma nota.
SECRETARIO GENERAL: II.E.4.b) De la Comisión de Obras Públicas y Comunicaciones, que aconseja la aprobación con modificaciones del proyecto de Ley “De promoción de la inversión en INFRAESTRUCTURA PÚBLICA”, remitido por la Cámara de Diputados, según Mensaje Nº 2.272.
SEÑOR PRESIDENTE: Se toma nota.
SECRETARIO GENERAL: II.E.5.a) De la Comisión de Energía, Recursos Naturales, Población, Ambiente, Producción y Desarrollo Sostenible, con relación a los siguientes acuerdos constitucionales:
a) Mensaje N° 14 de fecha 26 de agosto de 2013, por el cual solicita el Acuerdo Constitucional para la designación del señor Miguel Ángel Gómez Acosta como Miembro del Directorio de Itaipú para la Dirección Financiera.

b) Mensaje N° 7 de fecha 20 de agosto de 2013, por el cual solicita el Acuerdo Constitucional para la designación del señor Carlos Jorge Paris Ferraro como Miembro del Directorio de Itaipú Binacional para la Dirección Administrativa; del señor Benigno María López Benítez, como Miembro del Directorio de Itaipú Binacional para la Dirección Jurídica, y del señor Francisco Pedro Domaniczky Lanik como Miembro del Directorio de Itaipú Binacional para la Dirección de Coordinación.

SEÑOR PRESIDENTE: Se toma nota.
SECRETARIO GENERAL: II.E.5.b) De la Comisión de Energía, Recursos Naturales, Población, Ambiente, Producción y Desarrollo Sostenible, que aconseja remitir al archivo las siguientes presentaciones:
a) Nota presentada por la Junta Departamental de Alto Paraná en fecha 3 de agosto de 2011, por la cual remite los antecedentes relacionados a los Vertederos Municipales de Minga Guasu y Ciudad del Este, con copia de las actas de intervención de la Secretaría del Ambiente, Dirección de Fiscalización Ambiental.

b) Nota presentada por representantes de la Federación de Comisiones Vecinales y Organizaciones Sociales de Remansito del Municipio de Villa Hayes, de fecha 6 de septiembre de 2011, por la cual formula denuncia contra la firma “Empo Limitada y Asociados”, por la contaminación del ambiente que daña la salud de los pobladores de la zona. 

c) Nota presentada por pobladores de la ciudad Juan Eulogio Estigarribia (Ex campo 9), de fecha 21 de marzo de 2012, por la cual solicitan la mediación del Senado ante la Secretaría del Medio Ambiente, para la suspensión de la Licencia Ambiental N° 3.354/11 “De Residuos Urbanos”.
SEÑOR PRESIDENTE: Se toma nota. Habiendo concluido el Capítulo de Asuntos Entrados, pasamos al Orden del Día. 

III. ORDEN DEL DÍA.
Primer punto del Orden del Día. Proyecto de Ley: “DE PROMOCIÓN DE LA INVERSIÓN EN INFRAESTRUCTURA PÚBLICA”.
Lectura de los dictámenes por Secretaría General.
SECRETARIO GENERAL: Asunción, 23 de septiembre de 2013. Honorable Cámara de Senadores: vuestra Comisión de Legislación, Codificación, Justicia y Trabajo os aconseja la aprobación con modificaciones del proyecto de Ley “DE PROMOCIÓN DE LA INVERSIÓN EN INFRAESTRUCTURA PÚBLICA”, remitido por la H. Cámara de Diputados según Mensaje N° 2.272 de fecha 27 de junio de 2013. 


En ocasión de su estudio, miembros de esta Comisión ampliarán los fundamentos del presente dictamen.

Firman: Enrique Bacchetta, Mario Abdo Benítez, Eduardo Petta San Martín.

Asunción, 23 de septiembre de 2013. Honorable Cámara de Senadores: vuestra Comisión de Legislación, Codificación, Justicia y Trabajo os aconseja el rechazo del proyecto de Ley “DE PROMOCIÓN DE LA INVERSIÓN EN INFRAESTRUCTURA PÚBLICA”, remitido por la H. Cámara de Diputados según Mensaje N° 2.272 de fecha de fecha 27 de junio de 2013. 


En ocasión de su estudio, miembros de esta Comisión ampliarán los fundamentos del presente dictamen.

Firman: Desirée Masi, Arnaldo Giuzzio.

Asunción, 24 de septiembre de 2013. Honorable Cámara de Senadores: vuestra Comisión de Hacienda y Presupuesto os aconseja la aprobación con modificaciones del proyecto de Ley “DE PROMOCIÓN DE LA INVERSIÓN EN INFRAESTRUCTURA PÚBLICA”, remitido por la Cámara de Diputados según Mensaje N° 2.272 de fecha 27 de junio de 2013.


En ocasión de su tratamiento en Plenaria, el vocero de la Comisión fundamentará el presente dictamen.

Os saluda con distinguida consideración.

Firman: Juan Darío Monges Espínola, Mario Abdo Benítez, Blanca Lila Mignarro, Blanca Fonseca Legal. 


Asunción, 24 de septiembre de 2013. Honorable Cámara de Senadores: vuestra Comisión de Hacienda y Presupuesto os aconseja el rechazo del proyecto de Ley “DE PROMOCIÓN DE LA INVERSIÓN EN INFRAESTRUCTURA PÚBLICA”, remitido por la Cámara de Diputados según Mensaje N° 2.272 de fecha 27 de junio de 2013.


En ocasión de su tratamiento en Plenaria, el vocero de la Comisión fundamentará el presente dictamen.

Firman: Desirée Masi, Esperanza Martínez.
Asunción, 24 de septiembre de 2013. Honorable Cámara de Senadores: vuestra Comisión de Economía, Cooperativismo, Desarrollo e Integración Económica Latinoamericana os aconseja la aprobación con modificaciones del proyecto de Ley “DE PROMOCIÓN DE LA INVERSIÓN EN INFRAESTRUCTURA PÚBLICA", según Mensaje N° 2.272 de la Cámara de Diputados de fecha 27 de junio de 2013.


En ocasión de su tratamiento en Plenaria, el vocero de la Comisión fundamentará el presente dictamen.


Os saludamos con la consideración más distinguida.

Firman: Miguel López Perito, Carlos Núñez Agüero, Fernando Silva Facetti. 
Asunción, 24 de septiembre de 2013. Honorable Cámara de Senadores: vuestra Comisión de Obras Públicas y Comunicaciones os aconseja la aprobación con modificaciones del proyecto de Ley “DE PROMOCIÓN DE LA INVERSION EN INFRAESTRUCTURA PÚBLICA”.
El citado proyecto de ley fue presentado por Diputados Nacionales, aprobado por la Cámara de Diputados en sesión de fecha 11 de junio de 2013 y remitido por la misma a consideración del Honorable Senado, según Mensaje N° 2.272  de fecha 27 de junio de 2013.

En ocasión de su tratamiento en Plenaria, miembros de esta Comisión expondrán los fundamentos del presente dictamen.

Dios guarde a Vuestra Honorabilidad.

Firman: Luis Alberto Castiglioni Soria, Luis Alberto Wagner Lezcano, Eduardo Petta San Martín, Víctor Alcides Bogado, Mario Abdo Benítez,  Carlos A. Amarilla Cañete. 
SEÑOR PRESIDENTE: Tiene el uso de la palabra el señor Senador Enrique Bacchetta, Presidente de la Comisión de Legislación, Codificación, Justicia y Trabajo.
SEÑOR SENADOR ENRIQUE BACCHETTA: Gracias, señor Presidente. El presente proyecto de Ley “De Promoción de la Inversión en Infraestructura Pública”, alianza público- privada.

Nosotros hemos hecho un dictamen en la Comisión de Legislación, Codificación, Justicia y Trabajo, dividido; por un lado está el dictamen de aprobación del proyecto de Ley, con modificaciones, proveniente de la Cámara de Diputados, y por otro lado está el dictamen de rechazo, también de un grupo de componentes de la Comisión de Legislación, Codificación, Justicia y Trabajo.

Es importante destacar que quienes estamos por la aprobación del proyecto de Ley con modificaciones, entendemos que este proyecto tiene por objeto establecer mecanismos, para promover a través de la participación público-privada, las inversiones en infraestructura pública, así como la producción de bienes en la prestación de servicios que sean propios del objeto de organismos, entidades, empresas públicas y sociedades en las que el Estado sea parte.


Las alianzas público-privadas serán reguladas a través de contratos, en virtud de las cuales, las administraciones contratantes participan como personas jurídicas de derecho privado en los proyectos de inversión relacionados con el objeto de la presente Ley, con una distribución de compromisos, riesgos y beneficios entre las partes. 
Dichos contratos tendrán un plazo máximo, que incluyendo sus prórrogas, no podrá exceder de treinta años, salvo las prórrogas excepcionales previstas en los casos establecidos en el artículo 34. 
Sólo se podrán realizar bajo el régimen de participación público-privada previsto en esta Ley, los proyectos en los cuales los gastos de inversión superen en valor presente el equivalente a 12.500 salarios mínimos establecidos para actividades diversas no especificadas en la capital de la República, eso haría un total de 4.700.000 dólares aproximadamente.


El listado de posibles obras comprende proyectos viales, ferroviarios, portuarios, aeroportuarios, proyectos de hidrovías, de dragado y mantenimiento de la navegabilidad de los ríos; los de infraestructura social, infraestructura eléctrica, proyecto de mejoramiento, equipamiento y desarrollo urbano, abastecimiento de agua potable y saneamiento, entre otros proyectos de inversión en infraestructura y servicios de interés público.


Se establece que el Ministerio de Obras Públicas y Comunicaciones tendrá la competencia para el desarrollo, selección, adjudicación y ejecución de los proyectos de participación público-privada, en lo que se refiere a transportes, aeropuertos y vías de comunicación, además de dragado y señalización de ríos. 
Igualmente se creará una Unidad de Proyectos de Participación Público-Privada, dependiente de la Secretaría Técnica de Planificación. Esta unidad será la encargada de coordinar e impulsar los proyectos con las administraciones contratantes, y asesorar a los mismos en la estructuración, selección, adjudicación, celebración y ejecución de los contratos de participación público-privada.


El Ministerio de Hacienda será el organismo encargado de evaluar los riesgos de impactos fiscales en la factibilidad y preparación de los proyectos. Así también, deberá emitir dictámenes previos con carácter vinculante, constituyéndose además de un órgano de control sobre cualquier proyecto que se someta bajo ese sistema.


Es importante destacar, para la aprobación de este proyecto, que el mismo no constituye una privatización, ya que las obras de infraestructura construidas a través de la alianza público-privada, desde el inicio son propiedad del Estado y nunca se transfieren al sector privado. 
Tampoco constituye una concesión, debido a que en la misma el privado asume el compromiso de realizar la obra o prestar el servicio a su cuenta y riesgo; sin embargo, en los contratos originados en una alianza público-privada, ambas partes comparten los, beneficios, compromisos y riesgos que surgen de esos proyectos.


Con la Ley de Concesiones, se aprobó solo un proyecto en 13 años, es decir que la legislación es ineficiente para los proyectos derivados de la alianza público-privada. El Paraguay, junto con Nicaragua y Cuba, son los países que invierten menos en infraestructura pública a nivel regional, lo cual demuestra la imperiosa necesidad de contar con un instrumento jurídico como la asociación público-privada.


Las alianzas público-privadas permitirán atraer capital extranjero para invertir en nuestro país, y con ello se podrá cumplir con el mejoramiento de la infraestructura pública y la prestación de servicios de vital importancia para la población.


El principal beneficio de este proyecto de alianza público-privada constituye el desarrollo del país en materia de infraestructura vial, navegabilidad de los ríos, mejoramiento de los servicios públicos, llámese portuarios, aeroportuarios, electricidad sostenible, agua potable, etc. 
Además, las inversiones, ya sean nacionales o extranjeras de la implementación de los proyectos derivados de las alianzas público-privadas, también se traducirán en la generación de miles de fuentes de trabajo para todos los compatriotas.


Como ejemplo de los buenos resultados de las alianzas público-privadas, tenemos los casos específicos de Chile, Perú y Colombia, países que han fortalecido su infraestructura y mejorado la calidad de los servicios prestados a sus respectivos pueblos. 
Precisamente, ante la imposibilidad del financiamiento de proyectos de gran envergadura, se hace imperiosa la necesidad de fomentar alianzas con el sector privado, para aportar recursos en igualdad de proporciones y cumplir con los objetivos trazados en la presente Ley.


Para citar un caso específico, la poca infraestructura vial resulta un problema que aqueja a toda la población paraguaya, y con mayor énfasis a las comunidades que prácticamente se encuentran aisladas ante la falta de rutas o caminos accesibles.


En cuanto a la solución de los conflictos: el arbitraje se prevé solo como alternativa, lo cual no implica delegar nuestra soberanía, ya que en estos casos, el Estado siempre tiene la potestad de acudir a los tribunales del Poder Judicial.


Por ello, señor Presidente, por las manifestaciones vertidas precedentemente y agregándole a la propuesta de la Comisión de Legislación los títulos y capítulos que ahí no constan, yo quisiera proponer también eso ahora, que se agregue el Título I. Objetos y Principios, artículo 1. Objeto; Artículo 2. Después el Título II. Contratos de Participación Público-Privada, Capítulo I. Alcance y Régimen Jurídico, artículos 3 al 6; el Capítulo II. Marco Institucional, desde el artículo 7 al artículo 15; el Capítulo III. Estructuración y Procesos, artículo 16 al artículo 27; el Capítulo IV. Régimen General Contractual, artículos 28 al 40; el Capítulo V. Solución de Controversias. Reclamo de Usuarios, artículo 41 al 44. 
También el Título III que habla de Fideicomisos o Encargos Fiduciarios para el desarrollo de proyectos de infraestructura pública y servicios, artículos 45 al 47; Título IV. Iniciativa Privada, artículo 48 al 51; Título V. Disposiciones Finales y Transitorias, artículo 52 al 56.


Por lo manifestado precedentemente, solicito que sea aprobada la propuesta de la Cámara de Diputados, con las modificaciones introducidas en la Comisión de Legislación. Muchas gracias.

SEÑOR PRESIDENTE: Gracias, señor Senador. Tiene el uso de la palabra la señora Senadora Desirée Masi.

SEÑORA SENADORA DESIRÉE MASI: Gracias, señor Presidente. Si me permite, quiero leer una partecita sobre las APP.

SEÑOR PRESIDENTE: Adelante, señora Senadora.

SEÑORA SENADORA DESIRÉE MASI: “Las alianzas público-privadas son claves para alcanzar un nivel de inversión del 25%, que es lo que necesitamos, del Producto Interno Bruto. La participación del sector privado en la financiación de las infraestructuras de servicios públicos es una línea estratégica que planteamos como “Alianza Paraguay Alegre” para disminuir las constantes restricciones a que se enfrenta en esta materia el país. Vamos a integrar los esfuerzos privados con su capacidad emprendedora, gestora y financiadora a la provisión de obras públicas, con esto se va a poder generar inversión en obras estructurales y miles de empleos.  
Tenemos una hoja de ruta de proyectos prioritarios: hidrovías, rutas y aeropuertos, y lo vamos a ejecutar bajo concesiones, una de las modalidades de las APP. Esta agenda contempla el fortalecimiento de nuestro sistema de adquisiciones públicas, las modificaciones de la Ley 2.051 que rige algunos aspectos, la alta capacitación de los funcionarios en aspectos financieros, de gestión de riesgos, de indicadores de transparencia, de gerencia de proyectos, pero más que nada, construiremos el alto grado de consenso que se requiere para este tipo de emprendimientos de una manera participativa y abierta con el Congreso  Nacional. 


La razón de ser de la instalación de las APP para nuestro proyecto político es que nos permitan sinergias importantes que tengan como eje el desarrollo económico y social, la generación de empleo y la educación, como clave para enfrentar la pobreza en nuestro país. “Programa de Gobierno de la Alianza Paraguay-Alegre”.

 
¿Por qué leo esto? Para que quede claro el rechazo no tiene nada que ver con una posición ideológica; lo planteamos ante la ciudadanía, y para nosotros, un programa de gobierno no es un folleto, una exigencia que se debe hacer ante la Justicia Electoral, algo que se puede guardar en un papel. Es nuestra palabra empeñada ante la ciudadanía, y le estoy mirando en este momento al aliado principal que encabezaba este programa de gobierno, es nuestra palabra empeñada y por lo menos para el PDP, la sigue siendo. Así que por eso, apoyamos la herramienta, en primer lugar.


En segundo lugar, el tema más importante, como acabo de leer, las APP, señoras Senadoras, señores Senadores, es una concesión, le podemos llamar como queramos. En el mundo es una concesión, en nuestra legislación es una concesión, y cuando es una concesión, ahí ya no hay nada que discutir con el artículo 202 de la Constitución, con el inciso 11, es una concesión, pasa por el Parlamento Nacional, es una prerrogativa nuestra y se hace caso por caso, así de sencillo. Podemos discutir después todos los otros argumentos que existen.


En tercer lugar, la Ley 2.051 tiene diez años de prueba, una Ley con un alto consenso político, y la Dirección General de Contrataciones Públicas, donde está todo el expertis que tenemos en este momento; algo que ha sido probado, que ha pasado ya dos Gobiernos y medio, creo que todos los que fuimos alguna vez administradores, con las falencias propias de cualquier entidad pública, funciona efectivamente. 

Y acá se pretende crear, a través de un proyecto de Ley, una instancia desconocida dentro de la Secretaría Técnica de Planificación, que va a ser la que va a llevar el emprendimiento más grande, probablemente, de los próximos treinta años, y pretendemos dejar eso en una oficina que no sabemos ni quiénes van a estar, ni qué expertis tienen, que todo se va a llevar por reglamentación porque nada pasa por el Congreso.
No existe una superintendencia planteada en la Ley para las alianzas público-privadas, en otros países existe. Una CONATEL, pero que funcione, para que vigile efectivamente que no existan abusos para el usuario y también para el Estado. Ni siquiera se habla de la posibilidad de una superintendencia de la alianza público-privada; no existe un solo artículo, uno solo, que proteja a los trabajadores de las empresas públicas, no existe. 
En la Ley de Concesiones existe; sin embargo, acá al parecer, puede entrar la empresa privada, porque voy a leer después el artículo que para mí, aparte de que no pase por el Parlamento, es uno de los artículos más jodidos, entra la empresa privada en una de las empresas públicas, ¿quién le defiende a los trabajadores? ¿Dios? Porque resulta que acá ni siquiera se remite al Código Laboral en ningún momento, no hay ninguna protección de los derechos de los trabajadores.


En el Fondo de Garantía y Liquidez que se crea y que no se entiende bien, vamos a ser honestos, no se entiende bien lo que quiere crear el Fondo de Garantía y Liquidez, pero lo que sí se entiende es cuando dice que: “los recursos que se generen por la explotación de los sectores públicos no se contabilizarán en el Presupuesto de Gastos de la Nación”. ¿Dónde se va a contabilizar? quiero saber entonces, los ingresos de los servicios públicos.
 
¿Pero de qué estamos hablando? No pasa por el Parlamento, deja de lado la Ley de la Función Pública en lo que se refiere a los derechos de los trabajadores, se crea un nuevo sistema de adquisiciones donde hay dos ventanas: una de contrataciones públicas y otra de la Secretaría Técnica de Planificación. ¿Dónde creen que se va a ir la empresa privada? Probablemente a la que tenga menos rigidez, o sea, menos control. Finalmente, hay un fondo que tiene, que recibe la explotación, pero que tampoco pasa por el Parlamento.

Y lo último, en el artículo 1º, donde se habla que tiene por objeto establecer normas y mecanismos para promover, a través de la participación público-privada, agregaron otra vez, encima de todo lo que ya dije, de Diputados no tenía este texto, agrega el Ejecutivo: “a que las mismas estén destinadas o que sean complementarias a ellas; así como en la producción de bienes y en la prestación de servicios que sean propios del objeto de organismos, entidades, empresas públicas y sociedades  en las que el Estado sea parte”.


Parece, mirado de lejos, que es medio una privatización lo que se está proponiendo acá, en este artículo en el cual se engloba los organismos, las entidades, empresas públicas y sociedades en  que el Estado sea parte, en que va a entrar directamente la empresa privada, sin pasar por el Parlamento.


Tengo otras diez objeciones, pero creo que ya es suficiente; en todo caso voy a participar del debate. Yo no sé qué es lo que quiere consagrar esta Ley; voy a hablar en términos viales, aparentemente lo que quiere consagrar es un atajo que puede llevar a un precipicio, un atajo al Parlamento. 
En términos ideológicos o filosóficos, al parecer en el Palacio de López hay una cierta tendencia absolutista últimamente. En términos de conformación de tipos de gobierno, al parecer es medio una monarquía la que se quiere instalar, donde un solo poder funciona y el resto miramos a ver qué pasa. Y en términos como se habla en mi barrio, este es un cheque en blanco para el Ejecutivo, y mi partido por lo menos, no le da un cheque en blanco a nadie.


Termino con esto, estuve leyendo 15 APP, en tres de ellas ¿saben cómo funcionan? La entidad que va a llevar a cabo la APP, el Ejecutivo envía nueve nombres y el Parlamento designa las tres personas que son las que van a llevar a cabo todo el proceso, y la Superintendencia, también de APP, es designada por el Congreso.


Señores Senadores, señoras Senadoras: si nosotros no nos hacemos respetar, ¿quién nos va a respetar? Muchas gracias. 
SEÑOR PRESIDENTE: Gracias, señora Senadora. Tiene el uso de la palabra el señor Senador Juan Darío Monges Espínola, Presidente de la Comisión de Hacienda y Presupuesto por el dictamen de la aprobación con modificaciones.

SEÑOR SENADOR JUAN DARÍO MONGES ESPÍNOLA: Muchas gracias, señor Presidente. Todos queremos el desarrollo del país, todos queremos un país mejor para nosotros y para nuestros hijos, y dentro de esas legítimas aspiraciones existen tres Poderes del Estado que consagra la propia Constitución sus atribuciones, sus competencias, y principalmente, como uno de los Poderes del Estado, nosotros como legisladores, debemos preservar. Y estamos ante una legislatura que en mi entendimiento, colisiona frontalmente con atribuciones constitucionales y que es de competencia exclusiva del Parlamento Nacional.

Quienes estamos con las modificaciones, no queremos parecer que estamos contra el desarrollo y el bienestar del pueblo paraguayo; lo que queremos es preservar las competencias de los Poderes del Estado como reza textualmente el artículo 3° de la Constitución Nacional, de recíproco y mutuo control.


Sin embargo, en esta Ley es importante contemplar las atribuciones del Congreso; particularmente hemos modificado en la Comisión de Hacienda, cuestiones que hacen a la competencia del Poder Legislativo, atendiendo a artículos constitucionales muy claros y contundentes; en donde el artículo 112 de la Constitución Nacional, en su segundo apartado, me permito dar lectura, dice: “Artículo 112. DEL DOMINIO DEL ESTADO. El Estado podrá otorgar concesiones a personas o empresas públicas o privadas, mixtas, nacionales o extranjeras, para la prospección, la exploración, la investigación, el cateo o la explotación de yacimientos, por tiempo limitado. La Ley regulará el régimen económico que contemple los intereses del Estado, los de los concesionarios y los de los propietarios que pudieran resultar afectados”.


Se pretende decir que esta Ley recoge los tiempos en cuanto a las concesiones, sin embargo, no podrá ser similar porque las concesiones van a ser caso por caso; diferente será el tema de la electricidad que el agua, o de la COPACO o de la INC; entonces, los tiempos que regirán serán tiempos diferentes.


En el artículo 202 de la Constitución Nacional, en su inciso 11, dice claramente: “Artículo 202. DE LOS DEBERES Y DE LAS ATRIBUCIONES. Son deberes y atribuciones del Congreso: …11) autorizar, por tiempo determinado, concesiones”, y sigue, “para la explotación de servicios públicos nacionales, multinacionales o de bienes del Estado, así como para la extracción y transformación de minerales sólidos, líquidos y gaseosos”.


Por eso, señor Presidente, consideramos en la Comisión de Hacienda, que es necesario que venga al Congreso Nacional para su análisis correspondiente, los casos que se van a determinar, y en ese sentido hemos producido los dictámenes con modificaciones.


En la argumentación en el tratamiento en particular, vamos a abundar en los argumentos que nos permitan sostener el criterio que mantiene la Comisión de Hacienda, de dictaminar con modificaciones los puntos señalados, amparados en la Constitución Nacional. Por eso, señor Presidente, en general acompañamos la aprobación con modificaciones, y en particular vamos a estar argumentando los puntos que hemos modificado.

SEÑOR PRESIDENTE: Gracias, señor Senador. Tiene el uso de la palabra, por el dictamen del rechazo, la señora Senadora Esperanza Martínez.

SEÑORA SENADORA ESPERANZA MARTÍNEZ: Muchas gracias, señor Presidente. En el mismo sentido en que se refería anteriormente, y perdone que la mencione a la señora Senadora Desirée Masi, la bancada del Frente Guasu, así como la bancada de la Senadora, apoyamos el dictamen de rechazo, basándonos en parte de lo que ya señalaba la señora Senadora muy claramente, en que este proyecto de Ley lesiona de manera flagrante la Constitución Nacional, al quitar atribuciones al Congreso Nacional en todo lo que hace a la facultad de conceder acciones de público-privados bajo la modalidad de concesiones, que en este caso, a través de un sofisma se utiliza la palabra "contratación público-privada", para dejar de lado la reglamentación hoy ya vigente en la Constitución y también en el amparo de la Ley que protege este tipo de relaciones.


Con relación a lo que señalaba otro colega que me antecedió en el uso de la palabra de que  esta Ley no se trata de una privatización, a pesar de que no vengo del ámbito jurídico, yo quisiera recordar la Ley Nº 921 en el artículo 1º, que dispone sobre el tema de los negocios fiduciarios, que dice que el negocio fiduciario que conlleve la transferencia de la propiedad de los bienes fideicomitidos, se denominará fideicomiso. 
Por lo tanto, no hay negocio fiduciario sin comprometimiento de la propiedad de los usos y bienes de esa propiedad; y en ese caso, el Estado paraguayo, al formar parte de este arreglo económico, indudablemente compromete los bienes y patrimonio del Estado paraguayo; por lo tanto, tiene que hacerse, como ya lo establece la Constitución Nacional, a través de modelos como la concesión.


Por otro lado, como ya lo señalaban anteriormente, esta Ley deja el tratamiento de las contingencias o de las disputas, fuera del marco del Poder Judicial, para trasladarlo a un organismo de arbitraje, dejando de nuevo de lado a uno de los Poderes del Estado, como es el Poder Judicial.


Y dejando ese arbitraje de una manera tan poco definida, que no sabemos si va a ser en Asunción, va a ser en Canindeyú, va a ser en Nueva York, va a ser en Japón, va a ser en Washington; en qué lugar del globo terráqueo se van a instalar estas acciones de arbitraje, en las cuales el Estado paraguayo, lastimosamente, tiene antecedentes que hoy tiene que asumir como una deuda espuria, como es el caso famoso y conocido por todos nosotros, del negocio de Gramón Berres.


Otro de los aspectos de esta Ley que compromete bienes, tasas, tarifas, todo aquello que significa compromiso del Estado con los usuarios; significa por lo tanto, aumento de las tarifas de la luz, del agua, de la electricidad, porque estos componentes son parte de la negociación que se transfiere al sector privado.


Seguidamente, otro punto que parece realmente muy comprometedor con relación al otorgamiento de una concesión enmascarada, como nosotros lo definimos en este proyecto, se refiere a los riesgos que asume el Estado; este es el proceso en el que la empresa privada no asume ningún riesgo, en cambio, el Estado paraguayo compromete su presupuesto, compromete sus ingresos, sus royalties, sus tasas, sus contribuciones, y para eso existe la Ley de Concesiones en las cuales el sector privado invierte a riesgo propio, como debe ser el rol del sector privado en este tipo de negociaciones entre el sector público y el sector privado.


Finalmente, se señalaban algunos elementos exitosos, pero hay que recordar a la Argentina del Presidente Menem, hay que recordar a Inglaterra que acaba de hacer una exposición y una evaluación de los 30 últimos años de las concesiones en un país de primer mundo, y cuyo resultado es el de evaluar una situación de fracaso en este tipo de emprendimientos.


No voy a extenderme más, señor Presidente, pero la posición del Frente Guasu y de la alianza que tenemos en esta situación con el Partido Democrático Progresista, es por el rechazo. Muchas gracias.

SEÑOR PRESIDENTE: Gracias, señora Senadora. Tiene el uso de la palabra el señor Senador Miguel López 
Perito, Presidente de la Comisión de Economía, Desarrollo e Integración Económica Latinoamericana.
SEÑOR SENADOR MIGUEL LÓPEZ PERITO: Gracias, señor Presidente. Creo que pocas veces hasta ahora, hemos visto una polémica tan importante que enfrenta el deseo de colaborar con el Gobierno generando un instrumento que facilite la inversión, sobre todo en obras públicas, cuando sabemos bien que falta el dinero del Estado.


Y sin embargo, nos encontramos con un instrumento que ha generado una polémica extraordinaria, a tal punto que ha habido variadas versiones de modificaciones que serían necesarias para este proyecto.


Mirando un poco de una manera general, sentimos que la presentación de este proyecto es como un atajo que pretende obviar el necesario acuerdo que tiene que haber entre los actores sociales, económicos y políticos, en orden a prioridades del desarrollo. 
Acá no hemos pasado por esa etapa, acá pretendemos dar con esta Ley una solución administrativa a un problema que es altamente político, y es: ¿qué modelo de desarrollo vamos a seguir?, ¿qué obras van a ser priorizadas?, ¿cuáles son los estudios que fundamentan esas necesidades?, y ¿cómo vamos a dar las máximas garantías a la nación, de que el método seguido es el que corresponde y es el que ofrece realmente, los argumentos y las maneras más seguras de preservar el patrimonio público?


Acá vemos, en primer lugar, que la Dirección Nacional de Contrataciones Públicas, tal como expuso la señora Senadora Desirée Masi, disculpe que la mencione, ha sido prácticamente excluida, aunque en el argumento se habla de que no fue excluida.


Estando allí la expertis fundamental, sin embargo, se va a tener que crear una institución, desechando casi 10 años de experiencia en materia de negociación de licitaciones, de contratos; y no vemos cuál es el sentido.


No vemos tampoco, cuál es el abanico, cuál es el paquete de anteproyectos; más que tenemos una lista general de obras públicas, cuando que lo que necesitamos es una lista priorizada de opciones estratégicas para el país.


Y qué bueno sería que la Secretaría Técnica de Planificación, justamente que está para eso, nos pueda ofrecer un estudio acabado y una propuesta sobre esas prioridades, y que un diálogo entre los diferentes actores pueda ser el respaldo, la garantía genuina de una inversión de este tipo.


Pero todo eso fue obviado, y sabemos muy bien que esta vía, más que una herramienta positiva puede constituir una herramienta de fracasos. En otros países así lo han hecho; es decir, han pasado primero por la etapa del diálogo, han pasado primero por la etapa del acuerdo para ponerse metas concretas que se tienen que alcanzar en materia de desarrollo. 
Y acá no tenemos prácticamente nada. No hay planes maestros; sabemos que existen planes maestros, acá no han sido presentados los planes maestros.


Así  que le falta, en primer lugar, el elemento político a esta Ley, como digo, se opta por una vía administrativa, se le excluye a la Dirección Nacional de Contrataciones Públicas en materia de licitaciones y contratos, y, por último, como ya se ha mencionado, se le excluye también al Poder Legislativo de una responsabilidad inapelable que tiene en materia de concesiones. Hay artículos constitucionales al respecto.


Por lo tanto, nosotros creemos que se deben corregir las deficiencias de esta Ley, se tiene que modificar substancialmente de manera que sea una herramienta útil, y por esa razón, la Comisión de Economía ha optado por un dictamen de aprobación, porque consideramos que es una herramienta importante, porque queremos darle al Poder Ejecutivo una herramienta importante de desarrollo. 
Porque hemos pasado por una experiencia de Gobierno en la cual no hemos podido disponer de una herramienta de este tipo efectivamente, y sabemos que es necesaria; pero necesariamente, también hay que incluir las modificaciones para que responda al marco legal y para que pueda ser de  provecho en función de estos objetivos. Gracias, señor Presidente.

SEÑOR PRESIDENTE: Muchas gracias, señor Senador. Tiene el uso de la palabra el señor Senador Luis Alberto Castiglioni Soria.

SEÑOR SENADOR LUIS ALBERTO CASTIGLIONI SORIA: Muchas gracias, señor Presidente. El dictamen de la Comisión de Obras Públicas  es por la aprobación con modificaciones. 
SEÑOR PRESIDENTE: Gracias, señor Senador. Tiene el uso de la palabra el señor Senador Arnoldo Wiens.

SEÑOR SENADOR ARNOLDO WIENS: Muchas gracias, señor Presidente, y estimados colegas. Creo que hay muchos argumentos que se pueden esgrimir, en cualquiera de las direcciones. 
Quiero remitirme al origen de esta Ley. Y bien lo ha dicho la Senadora que me precedió en el uso de la palabra, la señora Senadora Desirée Masi, disculpe que la mencione, leyendo atinadamente parte de lo que era el Programa de Gobierno de lo que era en las elecciones generales, digamos, nuestro adversario electoral, pero que pretendía también una herramienta como esta, que dio origen, esta Ley viene de la Cámara de Diputados del periodo anterior, cuando mi partido no estaba en el Gobierno, queriendo darle a la República esta herramienta que hoy estamos debatiendo. Esta es una herramienta.

Espero que se mantengan con esa misma actitud, del Paraguay que queremos. Y celebro también que varias Comisiones de mi partido, el Partido Colorado, han adherido y nos han hecho llegar la opinión del Partido Colorado, favorablemente para con la aprobación de esta alianza público–privada.

Los que tuvimos alguna vez la dicha de visitar algunos países, hemos visto con mucha envidia, seguramente, ¿por qué en otros países, inclusive más pobres que el nuestro, tienen obras de infraestructura, tienen servicios que llegan a la gente? Y decimos: en Paraguay, un país de oportunidades, un país con tanta riqueza natural, mineral, etcétera, no podemos tener los servicios básicos en condiciones, y hasta a veces queremos esconder eso, de vergüenza ante la opinión pública nacional e internacional.

Creo que podemos perdernos en muchos sofismas de debates, que esto, que aquello; pero acá en el fondo de la cuestión, el debate es: ¿qué país queremos? Y coincido con algunos, en que creo que esta Ley es una de las leyes más importantes que podamos debatir, analizar, corregir, para que realmente nuestro país sea aquel que creo que todos quienes aquí estamos y los que estaban en la Cámara de Diputados cuando aprobaron ese proyecto, soñamos. 
Un país donde realmente, tengamos todos los servicios así como nos merecemos los paraguayos. Por ejemplo: las penitenciarías en nuestro país, para mencionar un solo ejemplo, esto  demuestra que el Estado no puede solo, y hoy en día es una afrenta a la dignidad humana la condición en la cual están aquellos privados de la libertad.

Se ha demostrado en muchos países que si el Estado hace una asociación, como aquí se pretende a través de esta Ley, con el sector privado, que tiene experiencia tanto en el país como fuera del país, y que tiene los capitales que el Estado no tiene, entonces podemos sacar adelante un país como todos soñamos. 

Hay muchos inversores paraguayos para empezar a decir, y por qué no también internacionales, que van a estar dispuestos a invertir, a ser socios de este Estado al cual todos pertenecemos.

Yo creo que es una decisión histórica la de esta tarde, y por eso celebro hasta que se haya convocado una sesión extraordinaria. Seguramente no hemos agotado el debate en muchas cosas, pero creo que hay una atribución que este proyecto de Ley no nos quita al Senado, que podamos, si hace falta y vemos que hay que corregir el rumbo en algunas cosas en el futuro, lo vamos a hacer. 
Pero seguir debatiendo y nunca hacer nada al respecto, significa que por ejemplo, el déficit habitacional cada año se va ensanchando en más o menos diez mil familias más que no tienen vivienda popular.

Si nosotros creemos en un Paraguay que debe ser anticíclico a esta situación de dejadez que tienen muchas instituciones para con los ciudadanos, entonces sigamos así como estamos hasta ahora y sigamos debatiendo que no queremos equivocarnos. 
Prefiero que en algunas cosas seamos un poco más arriesgados, inclusive a riesgo de equivocarnos; pero con la intención de crecer, en el sano sentido de la palabra, y tener esa República, de la cual algún día espero que nuestros hijos y nietos estén orgullosos que hayamos tenido, y en eso tenemos que trabajar todos, confianza entre nosotros.

Aquí en el fondo, la cuestión es que no confiamos entre nosotros; no le queremos dar la herramienta a alguien porque desconfiamos que pueda hacer mal  algo. Yo creo que el Parlamento y la Justicia paraguaya, como otros dos Poderes, tienen la potestad de cuidar, de controlar en todo momento, todo lo que se haga.

Así que de mi parte, estoy muy confiado en que esta pueda ser una formidable herramienta, y apelamos al Poder Ejecutivo a no defraudarnos y a ejercer esta herramienta con el máximo patriotismo. Muchas gracias, señor Presidente.

SEÑOR PRESIDENTE: Gracias, señor Senador. Tiene el uso de la palabra el señor Senador Carlos Filizzola.

SEÑOR SENADOR CARLOS FILIZZOLA: Gracias, señor Presidente. Es un tema muy importante, sin lugar a dudas, y es por eso que nos tomamos el tiempo de revisar, de ver, debatir, y coincidimos en estos puntos que voy a esbozar ahora, con el Partido Democrático Progresista, estoy hablando como Frente Guasu; hemos hablado con el PDP y hay una coincidencia en cuanto a cuestiones que de alguna manera aquí ya se dijeron y seguramente algunas cosas más que hay que agregar.


En primer lugar, quiero dejar clara la posición también del Frente Guasu, que nosotros no estamos en contra de que haya una asociación público-privada o que haya una participación público-privada o una alianza público-privada, como se la quiera llamar, no estamos en contra; sí estamos en contra de este proyecto de alianza público–privada. 
Eso como punto de partida, porque de lo contrario se busca como una cuestión ideológica, como una cuestión que se quiere trabar un proyecto; no, al contrario, hemos estudiado, hemos visto, y nosotros mismos hemos planteado en campaña electoral también, como Frente Guasu, la posibilidad de la alianza público–privada, pero no de este tipo de alianza público- privada, no de este proyecto que hoy viene de la Cámara de Diputados y que estamos tratando aquí en Cámara de Senadores. 


Principalmente por los motivos que tienen que ver, por un lado con la colisión con la propia Constitución Nacional, eso para nosotros es fundamental y tiene que ser fundamental para cualquiera, porque nosotros no podemos, en ninguna Ley, poner cuestiones que colisionen con la Constitución Nacional. 
En este caso, el Congreso queda fuera de una atribución que tiene constitucionalmente; a través del artículo 202, el Congreso tiene que autorizar las concesiones, señor Presidente. Sin embargo acá, en este proyecto de Ley,  ya no se da esa facultad o se pretende sacar esa facultad al Congreso, en el sentido de que ya el Congreso no va a tener que autorizar las concesiones, que solamente las va a hacer el Poder Ejecutivo con la empresa privada a la que le dé la concesión correspondiente. 
En otras palabras, le estamos dando un cheque en blanco al Poder Ejecutivo, porque el Congreso ya no interviene, con esta Ley, en lo que, vuelvo a decir, la propia Constitución establece que tiene que autorizar, habla de autorizar el artículo 202, con relación a las concesiones en general y en particular, cada concesión debe ser autorizada por el Congreso.


Aquí se habla, queriendo poner como una suerte de “trampa”, de la participación público–privada, pero aquí hay que llamarle a las cosas por su nombre: es una concesión; entonces, la concesión está tipificada claramente como una cuestión constitucional.


Otro tema, señor Presidente, es que si nosotros aprobamos esta Ley, el Poder Ejecutivo, a partir de la aprobación de la Ley, va a poder concesionar aeropuertos, servicios de agua, alcantarillado sanitario; va a poder, prácticamente, concesionar todo. No hay límites. Se puede concesionar todo. El Ejecutivo solo.


Por otro lado, saliendo de la esfera de un Poder del Estado y entrando en otra, el Poder Judicial también pierde soberanía en este tema, en este proyecto. En caso de que haya un litigio, de que haya un problema en estas concesiones, se recurre a un árbitro, ya no se recurre al Poder Judicial, otro Poder del Estado que tiene facultades constitucionales, al igual que el Congreso, que ya no va a participar tampoco del proceso de concesión o de la concesión en sí. Se va a buscar un árbitro que no se define quién es, dónde está. 
Tenemos ejemplo ya de lo nefasto que nos fue como país, al obrar de esta manera, como por ejemplo el caso Gamón Berres, que todos tenemos muy claro, y la ciudadanía lo tiene muy claro, que hasta hoy no ha sido resuelto, señor Presidente.


También es importante definir que aquí estamos hablando de concesiones de nada más y nada menos que  treinta años. O sea que el patrimonio del Estado se va a concesionar por treinta años, e incluso se habla de una suerte de compensación por diez años más. Nada de esto pasa por el Congreso, solo lo hace el Ejecutivo.


Yo quiero saber qué tipo de compensación vamos a dar nosotros a las empresas privadas diez años más, a un aeropuerto o a una línea eléctrica que se concesione o a un puerto o a una ruta, lo que fuere. El Ejecutivo solamente va a decidir si hay que compensar algo, y diez años más, aparte de los treinta que ya se les da de concesión inicial.

Por otro lado, señor Presidente, esto es también muy grave, hacemos a la inversa de lo que se hace en un proceso de concesiones, en términos regulares o legales, razonable. En este caso, no es la empresa privada la que corre los riesgos, es el Estado el que corre los riesgos; o sea, invertimos. 
¿Qué es lo que pasa acá? Si a la empresa privada le va mal acá, el Estado le socorre. No es que la empresa privada, como en cualquier lugar del mundo, invierte y siempre tiene un cierto riesgo, se corre un riesgo, y hay empresas que están dispuestas, acá mismo en Paraguay seguramente, a invertir y correr riesgos. 
Pero aquí nosotros ¿qué hacemos? Se crea un fondo fiduciario adonde van los impuestos, tasas y contribuciones de toda la ciudadanía; todos los ingresos del Estado van al fondo fiduciario, que a su vez sirve a las empresas privadas para salvarles o para recurrir en un caso dado. Una empresa privada que tenga algún problema, -reitero- va a recurrir a ese fondo fiduciario, que en otros términos es nuestro impuesto o nuestra tasa o nuestra contribución, o los royalties, por ejemplo, todo esto.


Esto es grave, señor Presidente, estamos confiscando los bienes del Estado para darle a una empresa privada que puede tener “x” problemas y el Estado entonces le socorre. Y la decisión, vuelvo a decir, repito porque es importante que se grafique, la decisión la toma el Ejecutivo, no es que va a pedir autorización del Congreso, el Ejecutivo toma la decisión solo.


Acá el sector privado no asume ningún riesgo, ningún costo, vamos a tener sobrecostos para el usuario, y hay ejemplos en Paraguay, el caso Tapé Porã, y también hay ejemplos en otros países, en la década del noventa durante el Gobierno de Menem en la Argentina. 
Hoy, como ya se citó acá, hay países de primer mundo, tipo Gran Bretaña, que hicieron esta experiencia y se arrepienten. Y están queriendo liberar a su país de esta asociación público-privada que se hizo con características parecidas a esta que se pretende hacer aquí.


Finalmente, un tema que no deja de ser importante y que nosotros reclamamos desde el Frente Guasu y desde el PDP también: acá no hubo participación de los diferentes sectores. Nosotros incluso escuchamos que hay algunos empresarios, no vamos a hablar de obreros que están desesperados obviamente, porque ¿a quiénes van a recurrir ahora los obreros, en caso de que haya litigio con la empresa privada, por ejemplo?, que es adjudicada por el Ejecutivo solamente, ya sin participación del Congreso ni del Poder Judicial. 
Hay empresarios de la construcción que hoy están preocupados, también hay empresarios de otros sectores que están preocupados ¿por qué? Porque esto no fue debatido ni siquiera en una audiencia pública, cosa que para un proyecto de esta envergadura, lo mínimo que debemos hacer es dar participación, por lo menos a los sectores que están más involucrados en este tipo de proyectos.


Entonces, señor Presidente, dicho esto, obviamente en particular, si se llegara a ese estadio, porque nosotros de hecho planteamos el rechazo al proyecto en general, pero tenemos propuestas que prácticamente cambian todo el proyecto o casi todo. 
Por eso, venimos hoy a decir que nuestra moción es por el rechazo de este proyecto aunque no estamos en contra -vuelvo a decir- de la asociación público-privada, pero hagámosla de otra forma, respetando la Constitución y sobre todo, buscando el progreso con un desarrollo sostenible para nuestro país.


Por lo expuesto, mociono concretamente, el rechazo de este proyecto de Ley, señor Presidente. Gracias.

SEÑOR PRESIDENTE: Gracias, señor Senador. Tiene el uso de la palabra el señor Senador Luis Alberto Wagner Lezcano.

SEÑOR SENADOR LUIS ALBERTO WAGNER LEZCANO: Gracias, señor Presidente. En primer lugar, creo que es importante aclarar que el proyecto que vino de la Cámara de Diputados tiene como título: “De promoción de la inversión en infraestructura pública”.


La propuesta que llegó a la Comisión de Obras Públicas hace aproximadamente 15 días, agrega: “Y ampliación y mejoramiento de los bienes y servicios a cargo del Estado”. Por esa razón, en todo momento hemos dicho que estábamos de acuerdo con el proyecto de Ley de inversión en alianza público-privada.


Inclusive, firmé el dictamen con modificaciones porque acordamos en principio excluir del proyecto, o sea en nuestra decisión estaba excluir lo que era la provisión de agua, generación, transmisión, distribución y sobre todo comercialización de energía eléctrica, infraestructura social, hospitales, centros de salud, centros educativos, producción y comercialización de cemento, producción, refinamiento y comercialización de hidrocarburos, combustibles y lubricantes, entre otros temas que estábamos debatiendo y discutiendo.


Entendemos claramente, y que nadie malinterprete nuestra posición, por el hecho de que entendíamos que hay obras, hay rutas, hay cuestiones que el Estado para invertir, necesita de una cantidad de dinero que actualmente no posee. 
Un servicio ferroviario que puede transportar la soja de Salto del Guaira, pasando por Itapúa, yendo por un lado hacia el Brasil, por el otro lado hacia la Argentina; que va a liberar once millones de toneladas al año de granos de las rutas del Paraguay. Perfectamente factible, necesario. Alrededor de dos mil millones de dólares de inversión. 
Una ruta paralela a la ruta 2, que pueda ir directamente a Ciudad del Este, y que se cobre el peaje que considere conveniente la empresa privada; pero manteniendo la ruta 2, para que no nos ocurra lo que ocurrió también con el tramo Pastoreo - Ciudad del Este, en donde yendo y viniendo cualquier automovilista o transportista paga seis, siete u ocho veces más que un peaje común. 
Entonces, estamos de acuerdo con la inversión en infraestructura pública, pero en cuanto a dar esta autorización para provisión de agua potable, una riqueza que cada día va a ser más importante, el acuífero guaraní; el agua del Paraguay es una de las riquezas más importantes, que hoy, por el proyecto que vemos acá en nuestra mesa, se plantea entregar al sector privado durante los próximos treinta años más diez de yapa.


La comercialización de la energía eléctrica, generación, transmisión, distribución. En la generación, ¿qué problema hay, si se utiliza algunos ríos interiores para que algunas empresas puedan generar, transmitir?, ¿pero comercializar? Estar a cargo del privado la comercialización del servicio básico de energía eléctrica, imagínense lo que ocurrió en Bolivia nomás.


No en la cuestión eléctrica, sino en la cuestión de agua, cómo se fueron a apretarles tanto a los pobres entre los más pobres y que generó un problema social tremendo. ¿Ustedes creen que la infraestructura de hospitales se va a hacer en un lugar donde no sea rentable? Entregar hospitales, centros de salud, centros educativos al sector privado, imagínense lo que va a ser.


Los pobres, los necesitados, ¿cómo van a tener acceso a ese servicio? Justamente hoy nos hemos encontrado en el quinto piso, aquí del Senado, con parlamentarios y con referentes chilenos, y no voy a decir el nombre, pero uno de ellos nos comentó cómo afecta hoy día el sistema de privatización que se hizo en los centros educativos. Un egresado en Chile sale con una deuda de 25 mil dólares, por lo menos. ¿Y dónde consigue trabajo para pagar su deuda y a la vez vivir? Y ya está en una etapa en la que tiene que empezar, muchas veces, a formar familia. 

La producción y comercialización de cemento. En América Latina hay dos, máximo tres empresas actualmente, hay una que está comprando todas las cementeras, y justamente, el Presidente de INC viene de una de esas empresas. Y en su excelente gestión, lo primero que hace, compra fueloil de alguien que nunca entregó fueloil; para comenzar.


Y si la cuestión, como siempre veía el trabajo en la distribución y entrega de combustible, si no existe Petropar, ¿a cuánto se va a ir el combustible? Lógico que se van a poner de acuerdo dos o tres empresas, si es lo más lógico que hay, son los oligopolios. Es lo que nos dijo Kliksberg, Bernardo Kliksberg, asesor del Presidente de la República, Cartes.


Nos puso como ejemplo lo que ocurrió en la Argentina de Menem, y nos contó lo que posiblemente siempre se oculta también, que desde que comenzó hasta que terminó la era Menem, la pobreza en ese país se triplicó. 
Y nos dicen que esto es demasiado parecido, no dijo esto Kliksberg, pero los que entienden y hacen estudios de leyes comparativas, nos dicen que demasiado se parece a la Ley que en el 90 utilizó Menem para destrozar la economía de la Argentina, aumentar la pobreza, disminuir sus posibilidades de desarrollo.


Y ellos sí, Menem y compañía, ricos y poderosos; en estos días le salió una condena creo que después de veinte años, que tampoco va a cumplir por esos hechos. Entonces, señor Presidente, por ese motivo, además de todo lo que se ha dicho, hoy vamos a tomar esta decisión histórica; desde la independencia de la República del Paraguay, nunca se ha propuesto entregar todos los bienes públicos que le pertenecen a todos los paraguayos.


Porque esto se va a entregar al sector privado y el sector privado está, como todos sabemos, para ganar dinero y para no pagar impuestos. No podemos entregar tantas riquezas del Paraguay de un plumazo, hoy, día martes, señor Presidente. Es la riqueza del Paraguay, que hoy puede ser que un poco más de 23 personas decidan por el resto de la República del Paraguay. Muchas gracias.

SEÑOR PRESIDENTE: Gracias a usted, señor Senador. Tiene el uso de la palabra el señor Senador Miguel Abdón Saguier Carmona.

SEÑOR SENADOR MIGUEL ABDÓN SAGUIER CARMONA: Gracias, señor Presidente. Estimados colegas: me apresuro en señalar que este Senado debería de rechazar este proyecto de Ley, por varias razones. En primer lugar, porque tiene una pésima técnica legislativa. No se establece con claridad qué tipo de contrato, contrato administrativo, cuál es la naturaleza; confunde contrato administrativo con contrato privado. 
Se superponen las funciones de los organismos que intervienen en el proceso de concertación del contrato. Se deroga virtualmente la Ley de Contrataciones Públicas que tiene diez años de vigencia y que a trancas y barrancas hemos avanzado bastante, y también se deroga la Ley de Concesiones de Obras y Servicios Públicos, para aprobar una Ley confusa, complicada en su aplicación y lo que es peor, atentatoria a la Constitución Nacional.

En materia, por ejemplo, del procedimiento de contratación, en la Ley de Contrataciones Públicas se establece con claridad y de una manera bien sistemática, se consagran cuáles son los procedimientos para concertar contratos entre el Estado y personas físicas o jurídicas; notablemente, en esta Ley que hasta ahora no me explico por qué solamente pueden contratar con el Estado las personas jurídicas, no así las personas físicas. No sé, a lo mejor soy tan ignorante que no entiendo estas cosas.

Por ejemplo, cuál es el procedimiento en virtud del cual se celebra el contrato, en este proyecto de Ley. El artículo 20, y con el permiso del Pleno voy a tener que dar lectura para que no se piense que estoy piloteando, el artículo 20, fíjense ustedes: “Tipos de procedimientos de contratación. La selección de los participantes privados se efectuará mediante procedimientos de licitación pública”, hasta ahí muy bien. “Sin perjuicio de lo anterior, también se podrán adjudicar los contratos por medio de otros procedimientos competitivos a ser reglamentados, siempre que no fueran contrarios a los principios generales de economía y eficiencia y de transparencia e igualdad. Los procedimientos competitivos que se apliquen podrán prever instancias intermedias o complementarias etc., etc.”. 
Pero no nos dice, todo queda librado a la reglamentación, y precisamente “sin” dice así, “sin perjuicio de lo anterior, también…”, es decir se va a dejar de lado la licitación, que es precisamente el sistema que garantiza dentro del sistema republicano, dos cuestiones fundamentales que si bien se cita acá retóricamente, pero seguidamente se dice que eso queda librado a la reglamentación; en primer lugar, la preservación del interés social, y en segundo lugar, eso desde el punto de vista del Estado, y desde el punto de vista privado, la igualdad en la competencia para contratar con el Estado, porque todos podemos contratar en teoría.

Es decir, señor Presidente, hay una ambigüedad, por decir lo menos, con respecto al procedimiento de contratación; pareciera que esto está hecho para contratar con las empresas amigas o con los empresarios amigos, perdóneme que yo esté tan imbuido por la cultura de la sospecha, pero es que es legítimo frente a esta formulación. 
Se ha citado una de las cuestiones inconstitucionales, creo que esto es inconstitucional, no garantizar; es fundamental el interés social, teniendo en cuenta que el primer artículo de nuestra Constitución, cuando habla de la forma del Estado, dice que es un Estado social de derecho; es decir, las entidades públicas tienen como objetivo fundamental y no pueden renunciar a ese principio. El particular sí puede renunciar a las ganancias, pero las entidades públicas no pueden renunciar a la preservación firme, resuelta, del interés social, señor Presidente.

Por ejemplo, hay otro artículo, el artículo 41, que también es inconstitucional a mi modesto entender, como diría el falso modesto. El artículo 41. “Solución de controversias. Para la solución de los conflictos que surjan con motivo de la interpretación, ejecución, cumplimiento, desarrollo y/o extinción de los contratos de participación público-privada y que no puedan resolverse mediante negociación entre las partes, estas podrán someter sus controversias a un arbitraje de derecho.” 
“Podrán” dice acá en el proyecto que tengo a la vista; bueno, “someterán”, lo mismo, es lo mismo, “someterán” o “podrán someter”. ¿Pueden hacer eso constitucionalmente? Desde luego que no. ¿Por qué? El artículo 248 de la Constitución Nacional paraguaya, que todos nos comprometemos a cumplir y a hacerlo cumplir, habla de la independencia del Poder Judicial, y dice que: “Queda garantizada la independencia del Poder Judicial. Solo este puede conocer y decidir en actos de carácter contencioso”, y sigue. 
Y acá viene el párrafo: “Todo ello sin perjuicio de las decisiones arbitrales en el ámbito del derecho privado…”, y estamos en el ámbito del derecho público. Y ¿por qué? Porque estos contratos de participación público-privada son contratos administrativos, está el Estado; y vuelvo a repetir, lo que prevalece desde la óptica de la perspectiva del Estado, es el interés social. 
¿Y lo digo yo? No, estoy repitiendo lo que dicen ciertos doctrinarios, y entre ellos me voy a permitir leer, con su permiso y el permiso del Pleno, dice en doctrina: “En materia de contratos administrativos, atento al interés público comprometido, no se admite el arbitraje como mecanismo alternativo de resolución de controversias”, y sigue.  

“Los contratos administrativos se rigen por normas del derecho administrativo, y la jurisdicción que les corresponde será la contencioso-administrativa, lo cual es de la mayor importancia para los países como el nuestro, que tiene establecida esta jurisdicción en la propia Constitución”. Salvador Villagra Maffiodo, página 260, Principios de Derecho Administrativo, segunda edición.

En el artículo 265 de la Constitución se crean el Tribunal de Cuentas, y en el artículo 30 del Código de Organización Judicial, se establece la existencia de dos salas, y una de ellas, voy a leer, entiende en los juicios contencioso-administrativos.

Entonces, señor Presidente, el tema de la declinación de nuestros deberes y atribuciones, establecidos en el artículo 202, y acá se establece en el proyecto, está en el artículo 52 creo: “Se autoriza a las Administraciones Contratantes a estructurar, seleccionar, adjudicar y celebrar los contratos respectivos, en los términos establecidos en la presente Ley, de los siguientes proyectos…” 
Es decir, yo me pregunto, ¿nosotros podemos declinar nuestros deberes y atribuciones? Ni lo uno ni lo otro. Deberes, quiere decir una obligación de un determinado comportamiento en aras a la defensa del interés social, repito, porque si nosotros pudiéramos hacer, ceder en una Ley, para que hiciera una autorización general para que se hagan concesiones, porque este es un contrato de concesión en definitiva; es así, concesión de servicios públicos o concesión de realización de obras, pero es un contrato.

Entonces, yo me pregunto, el día de mañana vendrá un proyecto del Poder Ejecutivo por el cual nos diga que vamos a declinar el deber y la atribución de crear tributos, ¡fantástico! Una Ley General que diga que le cedemos nuestros deberes y atribuciones de aprobar convenios internacionales, ¿por qué vamos a hacer?, podemos hacer, de acuerdo a este criterio, sí. 
Señor Presidente, no quiero cansar la atención de los colegas, pero tiene demasiados errores técnicos, sintácticos, confusos. Por ejemplo, ¿cuáles son las entidades que intervienen? Primero, lo tenemos al Ministerio de Obras Públicas, asume las atribuciones, artículo 7º, fíjense lo que dice, esto sí que es fantástico. 

Permiso voy a leer: “El Ministerio de Obras Públicas y Comunicaciones será la entidad pública competente para el desarrollo, selección, adjudicación y ejecución de proyectos de participación público-privada en el ámbito de los transportes y vías de comunicación, incluyendo el dragado y señalización de los ríos y los aeropuertos”, y acá viene lo peligroso:  “En caso de existir entes descentralizados que tengan competencias relacionadas con esos proyectos, el Ministerio de Obras Públicas y Comunicaciones asumirá las atribuciones necesarias para la celebración del contrato y su ejecución, sustituyendo a dichos entes en el ejercicio de dichas competencias”. Fantástico, fulminamos la autonomía municipal.

Pero hay más, dice a reglón seguido, en el artículo 8º: “La Administración Contratante, bajo la coordinación de la Unidad de Proyectos de Participación Público-Privada creada en el artículo siguiente de la presente Ley, será la responsable de la estructuración, selección, adjudicación y celebración del contrato de participación público-privada, así como del control de su correcta ejecución…” Acá interviene el Ministerio de Obras Públicas también, selección, adjudicación, ejecución, en algunos temas, y este en otros. 
Pero hay más, después viene, además de la Unidad de Proyectos de Participación, viene el Ministerio de Hacienda, artículo 10, y esto es lo que se llama diligencia, queremos que sea diligente, celeridad, nada de burocracias. Ministerio de Hacienda, artículo 10, inciso b) “emitir dictámenes previos con carácter vinculante de los proyectos de participación público-privada, sobre la distribución de riesgos y los impactos fiscales...”.
Secretaría Técnica de Planificación, artículo 17 del proyecto, también interviene, fíjense: Ministerio de Obras Públicas y Comunicaciones, Unidad de Proyectos, Ministerio de Hacienda, Secretaría Técnica de Planificación; es un laberinto, entramos y no sabemos por dónde salir. No hay racionalidad, ese criterio de que queremos que los proyectos sean tratados con celeridad, pero esto es una burocracia infernal, y lo que es peor, se ladea a la Dirección Nacional de Contrataciones Públicas que tiene diez años de experiencia, repito. 
Hay algo que también me llama la atención, el artículo 178 de la Constitución Nacional establece que el Estado puede concertar o arreglar concesiones, pero notablemente dice, esto es una cosa que hay que ver si este proyecto respeta eso, cuando habla de la organización financiera y de los recursos del Estado, artículo 178, dice: “…explota por sí, o por medio de concesionarios, los bienes de su dominio privado…”, bienes de su dominio privado.

Yo no sé si hace una clara diferenciación este proyecto, entre bienes del dominio público y bienes del dominio privado. La verdad que es verdaderamente agotador leer este proyecto de Ley, donde  uno entra y no sabe por dónde salir. 


Por estas breves consideraciones, señor Presidente, sugiero al Pleno que este proyecto de Ley sea rechazado, por las graves fallas que tiene, desde el punto de vista técnico, jurídico y constitucional.

Estamos de acuerdo en que tenemos que recurrir a mecanismos que permitan la realización y el desarrollo de infraestructuras, en lo que diferimos es en el cómo. No podemos atentar contra las instituciones, eso es muy peligroso; nuestra historia nos enseña que cuando atentamos contra las instituciones, después se producen efectos incontrolables y ya es tarde lamentarse por los errores que se cometen. Muchas gracias, señor Presidente. 

SEÑOR PRESIDENTE: Gracias, señor Senador. Tiene el uso de la palabra el señor Senador Fernando Silva Facetti. 

SEÑOR SENADOR FERNANDO SILVA FACETTI: Gracias, señor Presidente. Yo, a mis 44 años, empecé a hacer política a los 17 años, en esa época hablábamos del sector público y del sector privado, algunos decíamos que el sector privado era la magia que iba a solucionar todos los problemas, y otros decían el sector público; y eso fue migrando hasta que aparecieron estas figuras, y que  realmente una asociación entre el sector público y el sector privado podría traer soluciones. 
Y ya hace años que venimos hablando de las alianzas público-privadas, porque entendemos que el Paraguay tiene una gran necesidad de aumentar sus inversiones en infraestructura, y no existe otra forma sino una alianza público–privada. Porque el gobierno no sale a buscar petróleo pagando él, no sale a buscar oro, no sale a buscar diamantes, no sale a buscar nada; entonces, obviamente, no le va a llover la plata de afuera; no juega la lotería, no va a ganar la lotería.


¿Cómo va a financiar proyectos de envergadura, si no es a través de una figura donde el sector privado se comprometa, sea socio del sector público? Y es por eso que ya en la campaña del 2010, cuando le acompañamos al señor Senador Llano para la Presidencia, nos llenábamos la boca con alianza público-privada; y como ya leyó la señora Senadora Desirée Masi, también en la campaña de Efraín Alegre defendíamos la gran promesa de la solución a través de la alianza público-privada. 
Y aquellos que le votaron al señor Cartes, empresario, sabían que esto iba a pasar, sabían que votaban a una apuesta al sector privado para solucionar las graves deficiencias del sector público; y hoy llegó el día, estamos aquí sentados en nuestras bancas y discutiendo este tema, y sigo apostando a la solución. Yo estoy seguro que este proyecto que fue presentado por el Gobierno liberal y que el Gobierno de Cartes hizo suyo a través de la constante presencia de sus asesores y sus ministros y viceministros, entienden que este es el proyecto que va a dar solución a esta problemática. 


Podría perfectamente haber reflotado la Ley General de Reorganización y Transformación de Entidades Públicas, que en el 2012 se suspendió su vigencia, donde está reglamentada la relación entre el sector público y privado. Podría haber recurrido a la Ley de Concesiones de Obras y Servicios Públicos. Podría haber recurrido a la Ley de Contrataciones Públicas en su artículo 17, que establece licitaciones con financiamiento por el proveedor o contratista; pero no, decidió hacer la apuesta a esta Ley que un partido presentó y que el Gobierno hizo suyo. 


Este es un proyecto perfeccionable; evidentemente, no se pretende solucionar todo de una vez, pero sí le vamos a dar a este Gobierno y al Gobierno que la gente en forma mayoritaria, sabiendo qué estaba votando, sabiendo qué tipo de propuesta iba a ser, y la misma propuesta que nosotros la realizamos, va a poder ser a corto plazo un instrumento, con las modificaciones que consideremos necesarias, incluyendo el tema de contrataciones, incluyendo el tema Tribunal de Cuentas y otras tantas, va a ser un instrumento necesario para que podamos recibir esa inversión que permita hacer obras importantes, obras masivas y a corto plazo, que es un requerimiento que dice el pueblo paraguayo. 
Y si en el sector educativo existe otra fórmula que es mejor que la que tenemos hoy, por qué no escucharla. Y si existen empresas, como en Europa, que vienen y te pagan ya de mano los hospitales, por qué no escucharlas, quizás sean mucho más válidas a las que tenemos hoy. Tenemos que abrir la mente y tratar de encontrar soluciones que sean mucho más pragmáticas que las que hoy estamos teniendo. 

SON LAS 16:50 HORAS

ASUME LA PRESIDENCIA SU VICEPRESIDENTE PRIMERO, SEÑOR SENADOR RAMÓN GÓMEZ VERLANGIERI


Por esta breve exposición, señor Presidente, y vamos a ir tratando en caso de que sean aprobadas, las observaciones para modificar la Ley, me adhiero a la posición de la aprobación con modificaciones. Gracias. 

SEÑOR VICEPRESIDENTE PRIMERO: Gracias, señor Senador. Tiene el uso de la palabra el señor Senador Hugo Richer.

SEÑOR SENADOR HUGO RICHER: Gracias, señor Presidente. Este debate tiene por lo menos 30 años de atraso en el Paraguay, de lo que se discutió en la región entre la década del 80 y la década del 90, llegamos tarde. 
De todas maneras, ¿qué fue pasando en estas tres décadas? Llegó un momento en que la palabra privatización era tan desgastante para los gobiernos y tan rechazada por la población, porque se hicieron mal, enfatizo, porque se hicieron mal. Al final tuvieron que esconder la palabra privatización, omokañy hikuai, porque ya no se podía usar, eran los momentos más extremos del neoliberalismo. 
Cuando ya no se podía usar la palabra privatización, se empezó a usar la palabra concesión, que no se transfería la propiedad del Estado, pero sí una empresa explotaba los servicios por un tiempo determinado, y bueno, obviamente, tenía los lucros correspondientes. 


Lo notable de este proyecto es que acá no se usa ni la palabra privatización ni la palabra concesión. ¿Pero dónde está la trampa? Yo obviamente, no soy ni constitucionalista ni abogado, pero quienes me antecedieron en el uso de la palabra se refirieron ampliamente a ese tema, ¿dónde está la trampa? 
La trampa es no llamarle justamente concesión, porque si en el documento se usa la palabra concesión, el Congreso tendría las atribuciones correspondientes que dice la Constitución Nacional; entonces no se usa la palabra concesión, pero en el fondo es una concesión, aunque no se usa la palabra concesión, esa es la trampita de este proyecto. 
Con ello, entonces, se elude la atribución del Congreso de autorizar por tiempo determinado concesiones para la explotación de servicios públicos, el artículo 202, numeral 11 de la Constitución Nacional. Discúlpenme que repita, si se usara la palabra concesión, el Congreso tendría que estar involucrado en este proyecto, por el artículo de la Constitución que acabo de mencionar, y claro, se tendría que estudiar caso por caso. 


Acá se citaron algunos países, fraternalmente creo que hay que revisar los países que se citaron. Muchos de esos países están abandonando los procesos de privatización y de concesión, y vamos a señalar algunos casos. Les invito a que vean la experiencia de Chile; acá se citó el desastroso caso de la educación y cómo la sociedad y el gobierno chileno están empezando a revisar todo ese proceso. 
Y voy a citar un país con un caso mucho más grave todavía: acá se habló de Perú. Este proceso en Perú se inició como un golpe de Estado, de un señor llamado Fujimori. Este señor que inició este proceso, con este tipo de proyecto, hoy día está en la cárcel, condenado por violación de Derechos Humanos y por corrupción. 


No digo que esto sea un Fujimorazo, pero es parecido. Y es parecido y es preocupante, porque como dijeron los otros compañeros y compañeras que hablaron, se afecta la Constitución, los tres Poderes del Estado y se afecta la República, el concepto de la República y el proyecto de la democracia en el Paraguay. 
De hecho, al quedar fuera de competencia, el Poder Legislativo y el Poder Judicial, vamos a empezar a mirarle al Poder Ejecutivo cómo se desarrollan y cómo se concesionan todos estos procesos. 


Acá se mencionó el tema de los municipios, voy a agregar una cosa sobre los municipios y gobernaciones, disculpe que lo mencione al doctor Saguier, él se refería al tema de los municipios. Tampoco se ha consultado a las gobernaciones y los municipios, ¿por qué digo eso? Considerando que también se propone utilizar fondos del FONACIDE, ese es otro elemento. 
Y sabemos cómo están destinados los fondos del FONACIDE, y ahora seguramente, podría haber empezado con esto, pero también les voy a decir una cosa, quien quiera discutir si es conveniente o no es conveniente la alianza público-privada, posiblemente no va a tener adversarios acá, porque todos estamos de acuerdo con la alianza público-privada, pero mba’eichagua piko. 
Acá se habló de las campañas electorales. El Frente Guasu también, en plena campaña electoral hizo un acto público para presentar un proyecto de alianza público-privada, pero estábamos centrados en una alianza público-privada que desarrolle la industria, la incorporación de tecnologías; pero no de plata y ganancia fácil, en donde el Estado pone todas las garantías, y la inversión privada espera el lucro correspondiente. 


Lamento que quien ejerce hoy el Poder Ejecutivo no nos haya hablado de este proyecto durante la campaña electoral, porque si nos hablaba de esta manera se iba a hacer la alianza público-privada, posiblemente ya lo íbamos a debatir en la campaña electoral; no se dijo esto. Y lamento porque incluso atenta, discúlpeme que opine sobre este tema, contra una línea tradicional e histórica del partido político a quien representa, en donde se habla de nacionalismo y se habla de soberanía y se habla del papel del Estado. Se renuncia.

Entonces, señor Presidente, me parece que existiendo una base de coincidencia importante que es cómo se puede inyectar la alianza público-privada para un proceso de desarrollo estratégico del país, por lo que estamos viendo esa es una coincidencia; pero dejamos de lado esa coincidencia tan importante para aprobar un proyecto como este, que lesiona absolutamente todo, la República, la división de Poderes, la democracia. 

Y en un momento en que uno trata de interpretar el rumbo, va a subir el gasoil, el pasaje, el gas, panificados, canasta familiar; vamos a entrar en un proceso de privatización encubierta, como se plantea evidentemente acá, más allá de que otros digan que no, pero esto es así.

Entonces, el rumbo que se nos presenta evidentemente deja mucho más vulnerables a dos actores que deberían ser los más importantes, los trabajadores de las empresas públicas y de las empresas en general, que van a ser afectadas por este tema. ¿Dónde se habla acá de ese proceso? Absolutamente vulnerables. 
Y la gente, la ciudadanía; no se hizo ni una sola audiencia pública para discutir tamaño proyecto. Repito, no se hizo una sola audiencia pública, no se les llamó a los empresarios, no se les llamó a los trabajadores, no se le llamó a la ciudadanía, a las organizaciones de la sociedad civil.

Posiblemente, sí, esta es una receta, evidentemente que viene de otras instancias o de otras esferas, pero la ciudadanía y la gente… exacto, aquí me dice el Senador, no se le llamó a debatir a los partidos políticos. 

Yo no creo, que haya una mayoría para la aprobación de este proyecto. Lo más sensato y como parte de un proyecto de fortalecimiento de la democracia, y principalmente pensando en un proyecto de desarrollo nacional y de defensa de la soberanía, ¿ustedes saben por qué enfatizo en el tema de la soberanía, verdad?, lo ideal sería que rechacemos este proyecto y hagamos un nuevo proyecto. Ya sé esto tiene que volver a otra Cámara del Congreso; pero lo más sensato, lo más inteligente, lo más maduro, no nos permitiría, aprobar este proyecto.

Quiero decirles dos, tres cosas y termino. Hay muchísimos capitales en todo el mundo, hay muchos capitales en el mundo; y hay muchos capitales en el mundo que no son la plata fácil, hay muchos capitales en el mundo que sí están dispuestos a invertir en cosas serias y en proyectos serios. Estamos eligiendo el camino más fácil, para que una vez más la inversión en el Paraguay termine lastimando a nuestra gente y a nuestra población. 
Después de la Guerra del 70 acá existieron inversiones; vean las inversiones que hay hoy en el Paraguay, vean en el campo, sabemos todo, vean es una forma de decir, jaikuaapa ningo pea. Las inversiones en el campo de la soja y otros rubros, cuál es el desarrollo para el país. Estamos llenos de inversiones, el problema es qué tipo de inversiones. 
Esas inversiones han generado  más pobreza en el 
Paraguay, más pobres, más gente en extrema pobreza, porque abrimos el Estado de manera que vengan capitales voraces, voraces que no dejan nada a la República; porque además, el Estado les dice: “ah…vengan, yo voy a poner todas las garantías”. 
¿Acaso acá ustedes encontraron algún riesgo para las empresas privadas? Ninguno, el  Estado asume todo el riesgo. Ni en la más conservadora de las Repúblicas liberales y capitalistas se debería aprobar un proyecto como este, no estoy hablando de socialismo, no estoy hablando de socialismo.

Entonces, tampoco  creo que los empresarios paraguayos, y he hablado con algunos de ellos, por supuesto,  no creo que los empresarios paraguayos serios, los que son  serios, los que no están y no van a estar interesados en invertir en un proyecto que es de una dudosa Ley. Es más, muchos empresarios aunque lo quieran, van a quedar fuera porque esto está evidentemente abierto para las grandes inversiones multinacionales.

Y el empresariado paraguayo también va a quedar fuera de este proceso. Ni siquiera le ofrecemos las garantías mínimas a nuestros propios compatriotas, a nuestros propios compatriotas. Estamos, entonces, hablando de la gente, estamos hablando de los trabajadores, estamos hablando de los movimientos sociales, estamos hablando de los partidos políticos, estamos hablando de los empresarios.

Y la última reflexión que quiero hacer es la siguiente, porque un señor, que vino hace poco nos decía lo siguiente: la economía del Paraguay está bien, macroeconómicamente, no estoy hablando de las condiciones de pobreza o de desigualdad social, está bien la economía paraguaya; su balanza de pago, la reserva del Banco Central, está bien, oĩ porã. 
Si tiene una pequeña fiebre una persona, lo que se le da es algún analgésico omboguejy haguã la fiebre, pero no se le interna en terapia intensiva. Cuando algunos países estaban en terapia intensiva en su economía, como Argentina y otros países, se les internó en terapia intensiva; acá no estamos en ninguna de esas situaciones. 
Conste que tenemos suficientes recursos para asociarnos con el sector privado en áreas estratégicas, porque de las Binacionales solamente tenemos como 750 millones de dólares al año, que podría ser incluso más, y si son bien utilizados, ¿verdad?; pero desechamos todo ese tipo de cosas para apurar una Ley que, repito, deja la seria duda de si va a permitir el desarrollo del país, además de lesionar seriamente el concepto de la democracia, de la división de los Poderes del Estado y de la República. Gracias, señor Presidente.
SEÑOR VICEPRESIDENTE PRIMERO: Gracias, señor Senador. Tiene el uso de la palabra el señor Senador Adolfo Ferreiro.

SEÑOR SENADOR ADOLFO FERREIRO: Gracias, señor Presidente. Estimados colegas: sin duda el debate es de una transcendencia fundamental, aunque siguiendo lo que con casi dura pedagogía, nos ha hecho saber cuando comenzamos nuestras labores en esta Cámara, un Senador con mayor antigüedad, las decisiones no muchas veces pasan por la formación de opinión en el debate, sino por posiciones políticas y compromisos políticos adoptados con anterioridad. 
Y eso es normal también en el proceso parlamentario, no es que me estoy escandalizando, sino que estoy asumiendo  la limitación propia, que la ciudadanía tiene que entender cuando nos observa, y ahora que nos observan por televisión de manera reiterada durante el día, quiero hacer.

Nosotros, y lo hemos escuchado de varios colegas, no estamos discutiendo lo que de hecho es una concepción que impregna todas las posturas políticas, no solamente en nuestro abanico político ideológico, sino casi, casi en todo el mundo, que el de la gestión política debe encontrar cómo incorporar y hacer participar al servicio de esos altos intereses políticos y sociales, a eso que se llama el sector privado, que no es solamente el capital privado en el sentido clásico de los recursos económicos, sino también del conocimiento y de la dinámica y de la capacidad de gestión de los sectores privados. Eso no está en discusión acá, acá no estamos discutiendo entre estatismo extremo y privatismo extremo o anti estatismo extremo; eso no lo estamos discutiendo.

Y en esto vale, cuando hablamos de sector privado en una concepción general y amplia, no estamos hablando solamente de las grandes corporaciones económicas o de los grandes capitales, en términos, sino cuando hablamos del sector privado y su papel en la economía, hablamos también hasta de un particular, como muy bien lo señaló el señor Senador Miguel Abdón Saguier. 
O sea, la generación de empleo en todas las economías hoy día, que realizan las pequeñas empresas, tiene una importancia que debe ser manejada y administrada estratégicamente y con políticas de Estado, aunque sean confiadas a iniciativa de personas individuales y de escasos  recursos. 
Y esto pasa en todos los ámbitos, y esto funciona bien; y las distintas políticas o  legislaciones que se adopten con respecto a la actividad del capital privado, tienen el amparo siempre en el marco constitucional, como por ejemplo, el derecho de enseñar y de aprender siempre va a estar amparando cualquier medida que se tome en términos de privatización, por así decirlo, o estatización de la educación. Cualquier medida que se tome razonablemente en un sentido u otro, va estar amparada  por el derecho constitucional de enseñar y aprender. 
O sea, no estamos discutiendo eso, estamos discutiendo otra cosa, y muchas de las cosas que hemos discutido ya las hemos escuchado con unas explicaciones y argumentaciones muy sólidas e interesantes de los colegas; pero me preocupan algunos aspectos, y me voy a referir solamente a ellos, para no incurrir en reiteración. 
Y quiero señalar que en primer lugar, no debemos caer en una práctica muy común de nuestro debate político ideológico, y sobre todo en nuestros procesos normativos muchas veces graves, que es incurrir en aquello que se cambian las cosas, o mejor dicho, que no se cambian las cosas, aunque se les cambie el nombre. 
Nosotros tendemos mucho en ir por el camino de los eufemismos y cometer grandes transgresiones a nuestros pactos básicos, políticos, sociales, instalando cosas que contrarían el pacto y el principio, poniéndole otro nombre. 
Ejemplo típico sería que nosotros dijéramos mañana: nuestra Constitución prohíbe la esclavitud, y que creemos una nueva figura de relación laboral que se llame “Relación armoniosa y cooperativa entre negros y blancos”, Y digamos ahí en la Ley, que en esta cooperación armoniosa entre negros y blancos, los negros van a trabajar gratis y a latigazos. Eso sería la esclavitud nomás, aunque le llamemos de otra forma.

Y ese es el riesgo que corremos acá con algunos términos que se están utilizando. Yo propondría que asumiéramos la consecuencia real de lo que estamos haciendo y hagámoslo, si queremos hacerlo; pero no podemos pretender que el principio básico de orden constitucional, como muy bien lo señaló el señor Senador Miguel Saguier, que es el de que la disposición de los bienes públicos por el administrador es una concesión, se llame como se llame. 
Por eso en la Ley similar colombiana, dice que las concesiones del Estado se harán a través de la figura de la alianza público-privada, porque en esa Ley justamente, se pone por arriba lo que es importante y por segundo, lo que es un mecanismo para implementar lo que en realidad se está haciendo, que es un acto de concesión. No se pueden inventar contratos que básicamente no estén en los códigos y en las leyes, y que no respondan a la doctrina general de la contratación, que es una disciplina que lleva más de 4000 años desarrollándose en Occidente.

Hemos visto, entonces, con claridad, que acá lo que estamos discutiendo es una manera de hacer contratos con inversores privados, entre el Estado e inversores privados, para desarrollar ciertas actividades de una manera que hoy día la Ley no lo permite o los procedimientos legales no lo permiten. De eso esencialmente se trata esta discusión. 
¿Por qué? Porque casi todas las actividades a las que se refiere esta Ley son perfectamente realizables dentro del ordenamiento jurídico que tenemos hoy día, y no podrían ser realizables de otra manera, si no se alteran sustancial y fundamentalmente, las pautas de relacionamiento jurídico que existen para estas materias. 

Por ahí leí en un diario que se está inaugurando una cementera privada, por ejemplo. ¿Cuál es el problema de que haya una cementera privada? La hay. Hay concesiones de distintos órdenes, de hecho y de facto; toda la impronta de instalaciones portuarias llevadas a cabo como una responsabilidad del Estado, se ha privatizado sin ningún problema, incluso por leyes de este Congreso.

El servicio esencial de la República, que es un servicio considerado tan importante para la existencia misma de la libertad y de la vigencia de los derechos básicos de la ciudadanía, que es el correo, porque las tres o cuatro grandes instituciones fundadoras de la República moderna en América son el registro civil, el correo, la escuela pública, y creo que la policía y el ejército. 
El correo se privatizó sin ningún problema. Los principales clientes de las empresas privadas de correo son las propias empresas públicas, que en vez de usar el correo público usan el correo privado para repartir sus facturas, por ejemplo.

Entonces, ¿por qué esta discusión es tan ríspida? Porque todas esas otras modificaciones en las prácticas contractuales entre el Estado, o sea el Gobierno, por eso hablar del Estado a veces es un poco grandilocuente, en realidad el que hace las cosas es el Gobierno, entre el Gobierno y algunas entidades del sector privado, se hicieron sin alterar lo que es esencial en nuestro modelo republicano, democrático y de Estado de derecho. 
Acá no, acá estamos frente a una situación en lo que se está planteando es cambiar por la Ley -y lo anoté así para no errar- las cuestiones fundamentales de nuestra concepción, de concepción de nuestro Estado democrático republicano, con Estado de derecho. Eso es lo que estamos haciendo. ¿Por qué? Porque le estamos quitando atribuciones, potestades, a órganos públicos fundamentales; eso lo estamos haciendo, vamos a ser francos, esa es la consecuencia de la vigencia de esta Ley, no es otra.
SON LAS 17:17 HORAS

REASUME LA PRESIDENCIA SU TITUAR EL SEÑOR SENADOR JULIO CÉSAR VELAZQUEZ.

Toda discusión que pretenda, o toda argumentación que pretenda escabullirnos de eso es falsa, porque para cosas de mucho menos importancia, y de a una, el principio básico de nuestro ordenamiento político jurídico, es que tiene que haber una intervención de ciertos órganos constitucionales, y porque ahora le llamemos de una forma diferente, eso no cambia. 
Pero esto no es todo; al producir esta alteración, estamos también produciendo una alteración profunda y definitiva en nuestro ordenamiento de cómo tratar los diferendos políticos y sociales, y eso no puede dejar de pasar por nuestra consideración, más allá de lo que por la coyuntura eventual votemos, porque por eso nos van a reclamar algún día. 
Y a mí por lo menos, que ya estoy medio viejo, me preocupa el reclamo de las futuras generaciones como dicen, porque ¿qué es lo que vamos a cambiar? Vamos a cambiar cómo el pueblo, la ciudadanía, a esa cosa que tanto recurrimos a veces, confronta los diferendos que se producen por los actos del administrador y de los grupos de poder o de los factores de poder en la República democrática y de Estado de derecho, que tiene como uno de sus fundamentos básicos que el Estado, el Gobierno, la corporación, el poderoso, el rico, el obispo, en el momento de la confrontación se instalan de una manera en pie de igualdad con el ciudadano o el grupo de ciudadanos.

Y esa discusión política tiene una concepción también básica que acá se está dejando de lado, que es cómo lo hace ese ente casi abstracto que llamamos ciudadanía, a través de sus órganos de representación democráticos y republicanos, y somos nosotros casualmente eso. Nosotros somos el órgano donde se debe canalizar la confrontación de la variedad, y por eso somos una representación plural de la variedad de intereses legítimos de la ciudadanía y del pueblo, en los grandes temas de interés nacional.

Si sacamos eso, desaparece la República. Si sacamos eso, se rompe el equilibrio del estado de derecho, y eso cualquier abogado lo tiene que saber porque es materia básica en la formación jurídica de nuestra profesión. No son abstracciones como me dijo alguien por ahí hace un rato, no un colega: “Pero qué pico tanto la Constitución”. Bueno la Constitución es bastante más que tanto, es todo. 
Entonces, nosotros lo que estamos haciendo acá es alterar la naturaleza de la tramitación de la resolución, y de la resolución de los conflictos sociales, y lo estamos sacando del ámbito de la mediación política parlamentaria, que es donde tendríamos que estar discutiendo cada hecho significativo para la sociedad y el pueblo, y tomando decisiones vinculantes para el pueblo. 
El pueblo puede llegar a estar en desacuerdo con nosotros, pero no puede dejar de estar convencido que lo representamos en ese debate, en la pluralidad de opiniones que tenemos y en la mayor idoneidad que es posible para nosotros ejercer; lo que no puede aceptar el pueblo sin ser provocado a la rebelión, es la abdicación por parte de sus representantes, los roles, atribuciones y responsabilidades que implican la representación.

Eso sería una traición de lesa humanidad al concepto republicano, y acá en mayoría, somos partidos y sectores, en mayoría absoluta, que reivindicamos el régimen republicano y democrático y de Estado de Derecho como nuestro compromiso. 
¿Y qué sustituye, con qué se sustituye en la vida política real de la sociedad o en la sociedad, la supresión de los órganos legítimos de representación popular, para la solución de diferendos de carácter político y social en cuestiones trascendentes? Se sustituye en la asunción de la resistencia y la confrontación directa de los que estén insatisfechos con lo que hagan los órganos del Estado que mantienen ciertas atribuciones para hacer cosas.

En otras palabras, si el Gobierno, si el Poder Ejecutivo puede hacer lo que se le da la gana en un tema tan importante, sin que el pueblo sepa y tenga la posibilidad de que para hacerlo tenga que pasar por el control y la autorización de un órgano que lo representa porque el Poder Ejecutivo no representa a nadie; el Poder Ejecutivo es una autoridad, nosotros somos los representantes. 
El concepto ese de representación que se le da al Poder Ejecutivo es otro, tiene que ver como cuando se dice que el Presidente del Directorio de una empresa representa al órgano, o el Presidente del Congreso nos representa como órgano. No, el Poder Ejecutivo es autoridad electa y por eso no depende, su autoridad no se limita por la cantidad de votos que sacó, porque aunque gane por el 20 o el 30%, concentra toda la autoridad otorgada por el proceso de designación de autoridades, eso lo sabe cualquiera. Nosotros no. 
Esos son los problemas que están en juego en este momento, creo que está en juego esencialmente lo que entendemos por república o lo que es más importante, lo que entendemos por nuestra responsabilidad en la República.

Nosotros no vamos a poder decirle nada mañana, al pueblo ni al poder, si ocurren cosas que creen conflictos porque habremos renunciado a nuestra responsabilidad constitucional de ser órgano de autorización y de ser órgano de control. 
Y les hago una pregunta: ¿cómo juzgaríamos el mal desempeño en un eventual juicio político a un Presidente de la República que haga un contrato como se le antoje?, si nosotros hemos renunciado a la potestad de autorizarle. No es ninguna indirecta. Pregunto, ¿cómo juzgaríamos el mal desempeño, eventualmente de un Presidente? 
Y para no abusar mucho, remitámonos a los ejemplos que puso el señor Senador Miguel Abdón Saguier, con esa filosofía, mañana podríamos declinar cualquiera de nuestras atribuciones e incumplir cualquiera de nuestras responsabilidades. Es engorroso el trámite de dar acuerdo a los embajadores, saquemos una Ley que diga que el Poder Ejecutivo, para mejorar y hacer eficientes las relaciones internacionales, tiene que nombrar nomás embajadores sin nuestro acuerdo. Y cambiémosle el nombre, no le dará acuerdo, le dará aprobación, le dará simpatía; no cambia la figura.

Ese para mí es el problema que está acá, no es ni siquiera lo que va a pasar en el campo económico con la eventual aplicación de esta Ley, lo que va a pasar en nuestro orden republicano; vamos a poner la confrontación social en el escenario de la confrontación directa, porque nosotros habremos renunciado a nuestras atribuciones, a nuestras funciones, y a nuestras responsabilidades. En otras palabras, lo que está mal no se puede remendar con algo peor. 
Uno de los colegas sacó como ejemplo el caso de otra Ley que se discutió y se aprobó incluso acá, que es el caso del desbloqueo de las mal llamadas listas sábanas, que se hizo, en mi modesta opinión, con una desconsideración total por la comprensión de lo que es nuestro régimen político, de lo que es el sistema de representación, lo que es el concepto de proporcionalidad, lo que es la cuestión de la acumulación, o sea de los grandes factores que hay que ver, porque se tomó un aspecto aislado, la política no me gusta, sale de las listas, sale de las elecciones, se elige con listas, vamos a suprimir las listas sábanas. Y obviamente, no se puede implementar ni atrás ni adelante. 
Entonces, qué ocurre, no podemos solucionar lo que está mal o lo que está deficiente haciendo algo peor, y que sería muy grave distorsionar el concepto del equilibrio y la función de los Poderes en la toma de decisiones tan importantes como son las que se deben tomar sobre el patrimonio o los bienes públicos.

Finalmente, creo que estamos ante una situación, y hemos visto ya varias situaciones o algunas situaciones parecidas a la que estamos, y parece que va a ser nomás luego la impronta de un buen tiempo en que desarrollaremos nuestra responsabilidad política. 
Estamos evidentemente, ante iniciativas, producto probablemente de una gran voluntad juvenil de hacer cosas, pero desprovistas de la prudencia de la madurez. Y ya lo hemos visto con la discusión de las leyes sobre la cuestión de los granos; hemos aprobado una Ley que al final terminó en el basurero creo que, ¿verdad?, por ejemplo. 
¿Por qué? Porque era necesario un gesto y un mensaje político urgente, atropellado, donde nos dividimos entre buenos y malos, patriotas y antipatriotas, y cuando lo que se estaba discutiendo, se discutía de una manera que no tenía ni siquiera el rigor con el castellano elemental con que hay que discutir las cosas; eso hicimos hace poco. 
Y cuando señalábamos el peligro de hacer eso, decían: no, esto es para hacerle un cháque a fulano y para hacerle un chúmbale a mengano, y después vamos a sacar cualquier otra cosa como parece que fue lo que salió.

Y esto es más grave todavía, esto no se trata de una Ley de impuesto elemental, esto se trata del manejo y la conducción de los emprendimientos que se supone que harán a una parte importante y fundamental de nuestro desarrollo económico y social. 
Por lo tanto, señor Presidente, va a ser muy difícil tomar una decisión de voto acá, porque no es ya un voto que se haga en base a la discusión y a la argumentación, y sobre todo a la precaución sobre valores que ya vemos que están ausentes, desde el momento que están desatendidos en el proyecto.


Felizmente el proyecto, me acabo de enterar, me lo acaban de recordar, no es un proyecto del actual Gobierno, entonces, es peor todavía; quiere decir que este vicio de desprecio por principios fundamentales está casi casi asentado en nuestra cultura, y desde otra circunstancia política venía así nomás ya luego, según entiendo.


O sea, ya en el periodo constitucional anterior había una impronta que se materializa en la Cámara de Diputados, y que nos viene con una total desconsideración de estas cosas que estamos mencionando acá y que el señor Senador Miguel Abdón Saguier Carmona las señaló con absoluta claridad.


Entonces, no es un problema con este Gobierno, es un problema con la indiferencia que hay en nuestra cultura política en este momento, con respecto a estas cuestiones de principios que tendrían que ser fundamentales a la hora de tramitar lo político.


Tal vez haya una solución política, señor Presidente, que sea la de aprobar la Ley, porque lo digo porque lo escuché por ahí, con modificaciones; pero entiendo que esas modificaciones tendrán que ser de una magnitud tal, porque un mero maquillaje y retoque a la Ley en algunos aspectos, no va a tener posibilidades de atender lo que tiene de problemático y febril y de fondo.


Es nuestra preocupación, con esto concluyo, más allá de los aspectos meramente económicos, financieros, etc., que tenga esto, estoy profundamente preocupado por este proceso que comienza en un desprecio absoluto por una serie de factores que no podríamos despreciar, desde la Cámara de Diputados de la legislación anterior, y que hoy día nos llega; y que probablemente un Gobierno que está queriendo hacer algunas cosas rápido, lo vea con simpatía; pero así nomás luego lo ve generalmente el poder administrador; nuestra obligación es ver de una manera diferente. Gracias.

SEÑOR PRESIDENTE: Gracias, señor Senador. Tiene el uso de la palabra la señora Senadora Desirée Masi.

SEÑORA SENADORA DESIRÉE MASI: Gracias, señor Presidente. Como acá se estuvo hablando de algunos proyectos exitosos, comparto en este momento que en Brasil, en Chile, en varios países de la región, y sobre todo en Europa, hay varios proyectos, muchos proyectos exitosos.


Sin embargo, me gustaría leer algo que se publicó, de 20 años de experiencia de las APP en Inglaterra, que no es Cuba por cierto; y por el Financial Times, que no es el manifiesto comunista, donde habla de esto.


“Algunos de los proyectos licitados terminaron costando 54% extra, debido al refinanciamiento de deudas, extensión de plazos de entrega, cotizaciones por encima del costo”.


Esta es la parte que quiero leer: “La Oficina Nacional de Auditoría de la Cámara de los Comunes, que es el equivalente de la Cámara de Diputados, publicó el reporte “Lecciones de las iniciativas de financiamiento privado y otros”; cosa que nosotros no vamos a poder hacer, ni reporte, porque resulta que ni siquiera nos informan, según el anteproyecto de Ley; pero bueno, ellos sí pudieron hacer un informe en el que concluyen que: “Los acuerdos, al parecer, han sido un mejor negocio para las empresas privadas que para los contribuyentes. También se destacó que el Gobierno abusó del esquema solo porque estaba disponible”, es el caso y yo tengo la ley, abuso, “sin proveer análisis adecuado del costo-beneficio”. Esta es la parte que quería leer ya que se están citando experiencias.


Escuchando a todos los colegas, creo que ésta es una de las leyes, probablemente uno de los proyectos que más hemos estudiado, en primer lugar, nadie está en contra del progreso; en segundo lugar, ese “vai vai”, “vamos a empezar…”, por si acaso alguien  vaya a defender, “empecemos y por el camino vamos a corregir”. Sinceramente creo que es el momento de ser serios, no se puede empezar luego una Ley a sabiendas que tenés que corregir diez o veinte o más artículos; que no se hizo antes y que por eso ahora tenemos que hacerlo ya nomás, etcétera.


Se habló también de una confianza. Sinceramente creo que el Presidente de la República tiene una desconfianza hacia este Parlamento, y me parece, por lo que puedo percibir, hasta de sus propios parlamentarios.


La única manera de entender que esté haciendo un lobby, hizo y esté haciendo un lobby tan intenso por este anteproyecto de Ley, es porque desconfía de nosotros, del Partido Colorado, del Partido Liberal y de todos los otros partidos; porque o si no, entendería que no se puede pasar por encima de la Constitución, y va a remitir proyecto tras proyecto, caso por caso.


No sé qué le hicimos al Presidente Cartes para merecer tanta desconfianza, para pretender a atropellar de esta manera al Parlamento.


Entonces, para mí, espero escuchar en las modificaciones; soy capaz de olvidarme de todo lo que cité anteriormente, de lo que dijo el señor Senador Miguel Abdón Saguier, de todos los que hablan acá que saben mucho más que yo, por supuesto, porque son abogados, si escucho tres palabras mágicas, que son: "previa aprobación por el Congreso". 
Esas son las tres palabras que se necesitan acá, esa es la modificación sustancial; todo lo demás podemos corregir, como van a decir seguramente los que van a hablar. Podemos corregir si está dentro de la Secretaría Técnica de Planificación, podemos corregir lo del arbitraje, podemos corregir un montón de cosas; pero lo que no se puede corregir es lo que colisiona con la Constitución.


Entonces, le pido a los colegas que van a hablar y que están defendiendo el proyecto como vino de Diputados, que me expliquen en un pizarrón si es posible, porque no logro entender cómo un parlamentario puede renunciar voluntariamente; y si lo está haciendo forzadamente, no sé; pero voluntariamente a su propio poder.


No puedo entender sinceramente, porque reitero, vamos a dejar todos los artículos, pero el artículo último, el 52, que diga solamente “previa aprobación por el  Congreso”, mantenemos nuestro poder y corregimos posteriormente la Ley.


Y que me expliquen, por favor, los que van a votar así como viene, porqué este Parlamento tiene que renunciar a su prerrogativa, ¿por qué razón?; esa es la pregunta que sinceramente estoy haciendo, por qué razón; si me convencen de que hay que renunciar a una prerrogativa constitucional, porque hay tanto apuro por aprobar esta Ley; yo no lo veo. ¿Vamos a mirar esa cosa?, ¿esa?, ¿el poder que tenemos?; y estamos renunciando.

Con esto, termino señor Presidente, en los cinco segundos de un partido que dura cinco años. Estamos en el primer mes de un matrimonio; hay una novela muy importante que dice que en el primer mes de una relación de noviazgo o de matrimonio, se definen las reglas del juego, se define realmente. Acá se van a definir las reglas del juego, a ver si este Poder se va a hacer respetar, o si no vamos a hacernos respetar, y entonces estamos de balde; definamos las reglas del juego en este momento, con este proyecto de Ley. Muchas gracias.

SEÑOR PRESIDENTE: Gracias, señora Senadora. Tiene el uso de la palabra el señor Senador Enrique Bacchetta.

SEÑOR SENADOR ENRIQUE BACCHETTA: Gracias, señor Presidente. Muchos de los colegas, haciendo uso de la palabra, manifestaron que este proyecto de Ley realmente no es constitucional, que estamos viviendo en una monarquía, que se está rompiendo el equilibrio de los Poderes, que se deroga la Ley del Funcionario Público, de Contrataciones Públicas.


Les quiero decir que el Paraguay es un país que vive en el atraso, el Paraguay es un país que necesita apostar a algo diferente, y esta Ley de asociación público-privada nos va a quitar definitivamente del atraso en el cual vivimos.


Es una vergüenza ir a nuestros Departamentos del país; hay Departamentos que solamente tienen 40 km de ruta; es una vergüenza cómo las instituciones que prestan servicios están en decadencia; es una vergüenza que en el Paraguay todavía no tengamos alcantarillado sanitario, en la capital en algunos lugares, en el departamento Central en casi todos los lugares, y menos en el resto de la República.


Estamos justamente hoy, debatiendo algo tan importante, tan importante, que es el progreso definitivo de la República del Paraguay a algo nuevo, a algo diferente, a algo que va a hacer que la gente en el Paraguay vuelva a tener autoestima; que vea una ciudad que realmente, cuando se la mire, se vea el progreso, se vea  llena de infraestructuras.


Acá se habló en toda la Sesión de "concesión", en ningún momento en este proyecto se habla de concesión, se habla de un contrato de asociación público-privada.


No podemos estar esperando para llevar adelante estas grandes negociaciones, que nosotros estemos recurriendo al Parlamento para cada caso; porque de lo contrario, de vuelta no saldría ninguna de estas negociaciones.


Y hoy, hablando de que muchos dicen que es inconstitucional este proyecto, y hablan del artículo 202, y que vivimos en una monarquía; por algo en este país, que es democrático, donde tenemos un Presidente de la República que tuvo más de un millón de votos, estamos tratando aquí en el Parlamento, en el Senado, en una sesión extraordinaria, este proyecto de Ley. ¿Acaso en la monarquía se tratan proyectos de Ley? No.


Estamos hablando de un proyecto de Ley de avanzada que viene, nada más y nada menos, que de un presidente de otro partido, y que en la legislatura anterior ya tuvo media sanción. Este Gobierno asume y propone modificaciones de avanzada, modificaciones que van a hacer que este país salga adelante definitivamente.


Cuando se habla de que es ambiguo porque se le da potestades al Ministerio de Obras Públicas y se crea la Unidad de Proyectos de Participación, están bien delimitados en la Ley. ¿Acaso esta Ley deroga todos los códigos de la República? De ninguna manera, desde el momento que estamos tratando esta propuesta para que se le apruebe al Poder Ejecutivo, a llevar adelante la asociación público-privada.

Nosotros estamos tratando esto hoy, nosotros no estamos llevando adelante, o el Presidente de la República está llevando adelante por su pecho, como se diría, y hacer lo que quiere; no, sometió y está sometido lógicamente, a lo que nosotros decidamos hoy; pero esa es nuestra responsabilidad con el Paraguay, con la historia.


¿Queremos algo definitivamente diferente, o queremos seguir siempre siendo un país del tercer mundo, un país donde cual nadie nos respeta? 

Justamente eso  es  lo que queremos cambiar, y no es que yo me quiera despojar del poder, porque si yo veo que en algún proceso, que se va a publicar, porque dijeron acá también que no se iba a publicar ningún proceso de asociación público-privada.

Están todos los mecanismos en la Ley señores, están todos los mecanismos establecidos, y hasta el último paraguayo hoy maneja las redes sociales, ¿Ustedes creen que le vamos a permitir a este Gobierno hacer alguna locura, como muchos manifestaron hoy aquí? De ninguna manera.


Nosotros tenemos potestades y no vamos a dejar de tener ningún tipo de potestad, dándole la autorización al Poder Ejecutivo para que pueda hacer este tipo de emprendimientos; al contrario, le vamos a dar una herramienta formidable a este Gobierno para que definitivamente, como repetí, salga este país del atraso en que estamos viviendo.


Por eso, señor Presidente, quiero decirles a los funcionarios públicos que no se preocupen porque esto no es una privatización, que no se preocupen, que esto tampoco es una concesión; aquí los riesgos se asumen conjuntamente, tanto el sector público como el sector privado; si hubiese sido concesión, solamente el sector privado iba a asumir esa cuestión.


Entonces señores, tenemos que ser francos, tenemos que ser realistas y tenemos que ubicarnos en el tiempo y en el espacio, y en el Paraguay que vivimos y en el Paraguay que queremos vivir.


Por eso, señor Presidente, les pido a todos los colegas, diciéndoles que esta Ley no tiene absolutamente nada de inconstitucional, que nosotros por sobre todas las cosas, hemos leído y no atenta contra ningún tipo de artículo o código, absolutamente; no difiere en absolutamente nada y no deroga absolutamente nada; o sea que, los códigos rigen, la Constitución rige, y lógicamente, esto está adecuado a los mismos.


Señor Presidente, sostenemos que el proyecto con modificaciones de la Comisión de Legislación, es el proyecto apropiado y pedimos su aprobación. Gracias.
SEÑOR PRESIDENTE: Gracias, señor Senador. Tiene el uso de la palabra el señor Senador Carlos A. Amarilla Cañete.

SEÑOR SENADOR CARLOS A. AMARILLA CAÑETE: Gracias, señor Presidente. Colegas: esta propuesta de Ley con modificaciones del Ejecutivo, es ciertamente un proyecto audaz, es un proyecto transformador, es un proyecto de Ley muy potente, y muchos seguro tienen miedo del alcance, de la profundidad y del ritmo que puede tener la transformación del Estado en sentido positivo, a partir de la vigencia hipotética de esta Ley, si sortea todos los procedimientos legislativos. 
Pero yo no tengo ningún temor, no tengo ningún miedo de que el Poder Ejecutivo disponga de una Ley de esta magnitud, porque en nombre del paradigma de todo por la vía del Estado, esperando que el sector público haga todo lo que tendría que hacerse en este país, vivimos sumidos en un escandaloso atraso en todos los órdenes y muy en particular, en lo que se refiere a la infraestructura.


Señalaba un colega, señor Presidente, que uno de los bienes más preciados de nuestro país, y es cierto, es el agua, pero resulta que ese patrimonio declamado tantas veces con vehemencia, lo estamos haciendo literalmente “mierda”, porque en nuestro país no contamos con sistemas de alcantarillado sanitario, en una mínima proporción acorde con los tiempos modernos.


¿Y por qué no contamos con una infraestructura tan básica y elemental? Porque el Estado, de la forma en que ha sido concebido probablemente y administrado fundamentalmente en las últimas décadas, ha demostrado de manera palmaria que está imposibilitado de llevar adelante las transformaciones que el país necesita en infraestructura. 
Y si tanto queremos proteger un recurso como el agua, pues ojalá con esta Ley, pasado mañana vengan los capitales de no sé dónde, a desarrollar la infraestructura que nos permita a los ciudadanos de este país disponer de servicios tan elementales, de un derecho tan fundamental como el acceso a un sistema de tratamiento de efluentes cloacales, señor Presidente y colegas.


Nosotros abogamos por un país que se proyecta a la modernidad, pero tenemos una terminal aérea que colapsa con un mínimo de movimiento, que de modo alguno puede responder a las expectativas que nuestro propio país genera en función de negocios en todo sentido. 
Que venga pasado mañana el sector privado a hacerse cargo de la gestión de nuestro aeropuerto, de su modernización, de su puesta a punto, porque finalmente, en ese y otros ejemplos que podemos ir citando, la alianza público-privada no es otra cosa que un mecanismo de financiamiento de la infraestructura, y eventualmente de la gestión de los negocios públicos de las empresas públicas, donde el sector privado arriesga la financiación, provee la financiación, sin que el Estado tenga que asumir riesgo alguno respecto de esa financiación. 
Y a través de los contratos pertinentes, asegurarse que las obras y los servicios se presten conforme los estándares que vayan a ser previstos y estatuidos en los respectivos contratos.


Señor Presidente: solamente el conservadurismo más extremo puede tener miedo a la posibilidad de que entre en vigencia una Ley como la que se propone. Y además, una Ley que tendrá en su largo recorrido, la posibilidad de ser perfeccionada por esta o las subsiguientes legislaturas, porque estamos legislando para el futuro y no para el pasado. 
Si yo fuera atrapado, inmovilizado por mis temores de antaño, señor Presidente y colegas, solamente contribuiría aún más, a la pobreza y al atraso del Paraguay. 


Por esas razones y muchas otras que me reservo en homenaje al tiempo de los colegas, señor Presidente, como ciudadano de la bancada del Partido Liberal, apoyo; voy a apoyar el proyecto en la forma sugerida por la Comisión de Legislación. Muchas gracias.

SEÑOR SENADOR SILVIO OVELAR BENÍTEZ: Pido la palabra, señor Presidente para una moción de orden. 
SEÑOR PRESIDENTE: Tiene el uso de la palabra el señor Senador Silvio Ovelar Benítez, para una moción de orden.

SEÑOR SENADOR SILVIO OVELAR BENÍTEZ: Mociono el cierre de la lista de oradores, señor Presidente.

SEÑOR PRESIDENTE: A votación la moción. Suficiente mayoría.
APROBADA

Se cierra la lista de oradores con la señora Senadora Zulma Gómez.


Tiene el uso de la palabra el señor Senador Sixto Pereira Galeano.

SEÑOR SENADOR SIXTO PEREIRA GALEANO: Gracias, señor Presidente. Ko’ape ningo peteĩ colega hei cheve hina, después de tantas intervenciones, la jadiscutía hina, lo que ja’echupe plantean la aprobación de esta Ley, ha’ e hina la entrega del poder al monarca. Upeva ningo hina la hapope jadiskutia hina. 
Oĩ la ndajaperdeseiva, ndajaipotaiva japerde la soberanía del poder del Congreso Nacional, del Poder Judicial, ha ofuncionahagüa la Estado de Derecho, pero ñanderesarai la Constitución Nacionalpe he’iha Estado Social de Derecho. Ha pe socialpeningo ape oĩ en juego hina nada más y nada menos, la entrega del patrimonio nacional; patrimonio nacional importante dentro de la estrategia de desarrollo. 
Ape maave na ñaĩri en contra de un acuerdo público-privado, el mecanismo hina ape la jadiscutía, que esté por fuera del control del Estado, de dos Poderes del Estado importantes, la hipoteca, la entrega. 
Ape na ñaĩri en contra de la inversión, pero ñaneretame ningo desde la caída de Stroessner, jaike peteĩ proceso acelerado de un modelo de desarrollo económico extractivo, agro-exportador, expoliador. Péa pe sojero hina, peaningo nañaikotevei ko ñaneretame, peango ha ‘e máquina de producir pobreza, hambre, desocupación. Ha peichagua modelo de inversión, nañaikotevei ñaneretame. 


De una población económicamente activa de tres millones, casi un millón y medio ñaneretame oĩ desocupado, ndorekoiva un trabajo digno. De un millón seiscientos mil, sesenta por ciento de los compatriotas ndorekoi salario mínimo básico, ha kóa ko modelo de inversión ha’e la fábrica de producir desocupación y pobreza. 
Ha kó’a ñande nañaikotevei, ha peichagua inversión ningo la ojehekava hina oñeme’echupe kó’a ko cobertura legal; darle el poder, en este caso al Presidente, sin el control, sin la participación del Congreso Nacional y del Poder Judicial. Eguatamina ekalkula, problemas judiciales noñedirimimo’ai ñaneretame en las instituciones del Estado, tetä ambuére ohota. 
Entonces, colegas, ñañemonguetaporáära kóare, ñaikoteve inversionre, pero inversión con responsabilidad que genere trabajo. Ñaikoteve inversiones para esa población rural oĩvagueteri ñaneretáme, el treinta y tres por ciento de la agricultura campesina okorre el riesgo oñedisminuivo hasta quince por ciento. 
¿Moopio ohota opara umia umi ñandecompatriota? ¿Moöpio ohota opara ñaentregaro la empresa del Estado importante para el desarrollo del país? Reorientando, saneando, ñamopoti, volver eficiente, peichaguango la oikoteveva ñaneretame defender esta empresa estratégica. Ndaikatui ñande ja ipotekavo bienes importantes en el desarrollo. Entonces, sa’i sa’ipe ningo ape ñanemyaña hina desde el Congreso ñaentrega hagua nuestra soberanía como parlamentario, o si no ñambyakureima ko’ape la silla, ¿kurul tiko hera hina koa? Ñambyakureima hina, ojehero ngo peicha. 
Entonces, ape ñande pya’e pya’e pea rire oĩtahina congelamiento salarial, oĩta hina mora diez años ani otributa umi piraguasu, topênte lo mitarehe, asalariado ha desocupadore. Pe Iragro ngo upea kuri. Ape ndo jepokoi la política tributaria, ojehekata hina, upei oúta ñandeve diez años ña congelahagua hina. 
Congelamiento salarial, congelamiento de la política tributaria a las grandes inversiones extractivas, maquina productora de hambre y pobreza ñaneretame, upeichagua nañaikotevei. Tekotevengo ñandepatriota. 
La esencia, pee colega colorado y colorada, peengo siempre pe defendea la empresa del Estado, pero ndaha’eingo un Estado prebendario ni un Estado clientelar de una empresa del Estado. Ñaikotevengo upeva jarrectifika, ndaikatuingo ja traiciona la ñaneretame. 
De hecho kóa en nombre de la inversión hetaiterei ñande compatriota oñemombota okape hina. No ñehenduingo empresario compatriotape ohekavo oinverti hina iviru ko ñaneretame generando trabajo. 
Koango no ñeporandui ñaneretaguape, noñeporanduingo a todos los trabajadores y trabajadoras, funcionarios y funcionarias del Estadope, el alcance para debatir y proponer propuestas, oĩpa ta ndoĩri de acuerdo. Upeichango ojejapo Uruguaype, con la telefonía, oñeporandu oñeĩpa de acuerdo o no. Apeningo ñande ña moĩ en juego la entrega del patrimonio importante para el desarrollo de nuestro país. 


Entonces, upearehe ore ro’e ke koa inecesario jarechaza ha jadiscuti, incorporando en gran medida artículos que puedan preservar nuestra responsabilidad como parlamentario, nuestra responsabilidad como patriota en defender los intereses, los bienes patrimoniales del Estado paraguayo. 
Entonces, upearehe ore ro’e kóa jarechazavaëra ha jajeporekava’ëra proyecto realmente, o inversiones que generen, que garanticen trabajos a nuestros compatriotas. Más de un millón de compatriotas oĩ desocupado, ha kóa ko tipo de inversión jatevu okorre el riesgo hina hetaiteve oho’vo ñandecompatriota okape. Entonces, upéarehe tekoteve ñamañave por fuera de las órdenes ouva ñandeve hina kóa ko asuntope, ikatuhaguaicha ñadefende realmente el patrimonio del Estado. Gracias.
SEÑOR PRESIDENTE: Gracias, señor Senador. Tiene el uso de la palabra el señor Senador Luis Alberto Wagner Lezcano.

SEÑOR SENADOR LUIS ALBERTO WAGNER LEZCANO: Gracias, señor Presidente. Lo sagrado para una empresa privada, para hacer una inversión determinada, es la seguridad jurídica. 
En Economía y en Derecho Administrativo, según el diccionario, una concesión es el otorgamiento del derecho de explotación por un periodo determinado, de bienes y servicios por parte de una administración pública o empresa, a otra, generalmente privada. La definición de la concesión. 

La concesión tiene por objeto la administración de los bienes públicos, mediante el uso, aprovechamiento, explotación de las instalaciones, o la construcción de obras y nuevas terminales de cualquier índole, sea marítima, terrestre o aérea, de los bienes del dominio público.

Los objetivos de estos negocios, la concesión, radican en proporcionar servicios esenciales para el público, por ejemplo: la electricidad, el gas, el suministro de agua, la depuración de aguas residuales y las telecomunicaciones.


Las concesiones públicas afectan a casi toda la infraestructura de los países desarrollados, ya que requieren grandes redes de distribución integradas, o la coordinación de muchos servicios esenciales como la red nacional de tendido eléctrico. 

Muchas concesiones públicas tienen una estructura de costos, que se beneficia de la gran escala; sin embargo, la existencia de estas redes suele provocar que las concesiones públicas se beneficien de un monopolio natural, segundo punto que se habla, o sea incluir el tema de monopolio en todo este tema de servicios también.


¿Qué garantía jurídica tiene una empresa para venir a invertir en el Paraguay? Y de aquí a cierto tiempo, sale una Corte libre e independiente, Corte Suprema de Justicia, y dice: “Lo que hicieron los senadores, el martes 24 de septiembre de 2013, en la decisión de la APP es inconstitucional”.


Qué garantía tiene una empresa privada, de que por algo que aquí se soslayó, no se dijo por qué es constitucional; la opinión del doctor Saguier, la opinión de otros Senadores en ese sentido es muy clara. El artículo constitucional habla de que toda concesión debe pasar por el Congreso de la República del Paraguay.


Se puede cambiar los nombres, pero lo que se está planteando hoy es la concesión de todos los servicios públicos de la República, de una sola vez y un solo plumazo. Estamos cambiando el paradigma de los servicios públicos; en lugar de servicios públicos, vamos a convertir en mercadería todo lo que es público.


Y esto no lo digo yo, ya son estudios y análisis que se están haciendo, que se hicieron en el año 97 sobre lo que hoy estamos trabajando, por ejemplo: hemos observado cómo a partir de la crisis económica mundial de los 70, estamos hablando de los 70, lo público empieza a ser criticado de ineficaz y que debe ser desmantelado y reestructurado.


Por ejemplo, hoy sabemos de las dimensiones de la dictadura militar de Pinochet, que instauró a punta de operaciones cóndor, desapariciones, torturas y centros de concentración, el modelo liberal en Chile, y hoy tenemos en el Paraguay un asesor que era ministro de Pinochet.


Y con ello, un experimento sangrante que dio paso a la privatización de las pensiones y del sistema sanitario, la eliminación de los sindicatos y la venta de los recursos naturales a empresas extranjeras. Esto es historia, señores, no convirtamos la historia en algo sangrante para la República del Paraguay. Muchas gracias.

SEÑOR PRESIDENTE: Gracias a usted, señor Senador. Tiene el uso de la palabra el señor Senador Mario Abdo Benítez.

SEÑOR SENADOR MARIO ABDO BENÍTEZ: Gracias, señor Presidente. Estimados colegas: primero, con el respeto que se merece cada uno de los colegas, porque desde que estoy en el Senado, realmente he aprendido a valorar a cada uno de los colegas en las diferentes Comisiones que estoy participando y también aquí en el Pleno.


Creo que debemos estar todos orgullosos del alto nivel de debate que hoy tiene el Senado de la Nación, y me siento muy orgulloso de pertenecer a este estamento, del cual estoy seguro que  en unos años más, con nuestra conducta y con nuestro compromiso con el Paraguay, mucha gente que piensa y tiene, con razón tal vez, una mirada un poco desconfiada y prejuiciosa hacia el Congreso de la Nación, va a ir lentamente cambiando de opinión, estoy seguro, por la rigidez, la rigurosidad y la calidad de gente que a mí por lo menos me tocó conocer, desde que estoy integrando este Senado de la Nación.


Y digo esto, señor Presidente, porque a pesar de las diferencias que podamos tener, este debate es necesario y constructivo para la República. Simplemente, para no extenderme mucho en mis palabras, quiero hacer algunas precisiones, porque tenemos que hablar con responsabilidad, hay mucha gente que nos está escuchando, que nos está observando con mucho detenimiento, de esta sesión histórica del Senado de la Nación.


Y considero que hay algunos conceptos que tal vez sin intención, se quieren instalar, y creo importante, a pesar de que todos conocemos, significar algunas cuestiones:


Número uno: hay que significar que esto no es una privatización; esta Ley no implica ninguna enajenación de ningún bien del Estado paraguayo. La Convención en el año 96, del Partido Colorado, habla sobre el rechazo a un modelo neoliberal en el Paraguay, y nosotros, los colorados, somos respetuosos de nuestro concepto doctrinario del Partido, y por eso me obliga la situación a significar claramente que esto no es de ninguna manera un proceso de privatización.


Es cierto, puede ser interpretado como concesión de algunos servicios, pero también es cierto que la Ley de Concesiones, como tienen todos los países de la región, todas las leyes de concesión sí requieren un tratamiento de caso por caso en el Congreso Nacional.


Nosotros tenemos esa Ley de Concesión y nos ha dado un resultado pobre, para no decir ningún resultado, desde que tenemos esa Ley; porque Tape Porã se hizo antes de esa Ley y prácticamente ninguna concesión hemos obtenido, no hemos llamado la atención del capital para que venga a interesarse, solamente con la herramienta de la Ley de Concesión. Eso no es algo que yo  digo, se conoce en la historia reciente de nuestro país.


 La Ley de Asociación Público-Privada, como se le conoce en el Cono Sur, es una herramienta más para que el Estado busque financiación para los grandes proyectos de infraestructura que necesita nuestra República, de eso se trata esta Ley, de tener una herramienta. Lógico que esta herramienta, el texto que hoy se está presentando, puede ser modificable, se puede mejorar, todos estamos de acuerdo con eso.


Pero el espíritu de esta Ley es darle una herramienta a un Gobierno que tiene una gran legitimidad popular, así como tienen y tenemos los integrantes de este Congreso Nacional; una herramienta necesaria para la República. Y acá habla, en el famoso artículo 52, que quiero compartir con los colegas algunas cuestiones.


Habla de hidrovía, dragado, señalización, mantenimiento, navegabilidad del río Paraguay y otros ríos navegables. Si esto no se hace a través de la asociación público-privada, no vamos a hacer en estos cinco años.


Aquí esta ley  habla de la asociación público-privada en los aeropuertos internacionales, ya es una intención de varios gobiernos antes que este, y sabemos que es necesario que el capital privado se interese en los aeropuertos internacionales que hoy tenemos.


Habla en el punto 3 de la construcción, rehabilitación y mantenimiento de rutas o autopistas nacionales; sabemos que con el presupuesto de Obras Públicas, que apenas es de 500 millones de dólares anuales, el Estado necesita por lo menos 1.000 millones de dólares más para poder cumplir con un crecimiento razonable en infraestructura, que tiene pendiente este país desde hace muchos años.


No creo que nadie cuestione que el capital privado contribuya con el sector público para la construcción de rutas, y muchos dirán: pero el sector privado no se va a ocupar de una ruta de Pilar- Humaitá, y bueno, para eso hay un plan de Gobierno donde al participar de rutas rentables, el Gobierno va a tener más herramientas para realmente ejercer una política social y que esté presente donde el capital privado nos va a dar.


Esto nos va a dar una capacidad de ahorro, para atender cuestiones que hoy no se están atendiendo por falta de recursos. Para citar algunas, acá habla también de construcción, extensión y operación del servicio de línea ferroviaria; no vamos a hacer eso con dinero del Estado, no tenemos; no vamos a poder hacer una generación, transmisión y distribución de energía que necesita nuestro país.


Necesitamos, como en muchos de estos puntos que están acá, yo diría la mayoría. Algunos dicen en los debates, que bueno, INC es una industria estratégica para el Paraguay, coincido con eso. Tal vez la riqueza que tiene el suelo de esa zona, en cal agrícola, en clinker, es una riqueza que no le podemos dar al sector privado, pero hoy, hay competencia para el cemento en el Paraguay.


Está la cementera Iguazú, está otra empresa española, y si INC no se fortalece a través de capital privado, vamos a perderla y no va a ser competitiva. La misma cosa ocurrirá con COPACO, que es una empresa que hoy, ante la competencia del sector privado, se está quedando prácticamente obsoleta.


Necesitamos del sector privado para todas estas cuestiones, yo creo que ese tiene que ser el fondo de este análisis. Y tenemos tiempo, el Congreso nunca pierde ninguna atribución, o acaso acá no hemos visto recientemente que el Impuesto de Renta Personal se prorrogó en varias oportunidades su puesta en vigencia por una mayoría parlamentaria, 23 votos necesitamos.


Si mañana vemos que el Ejecutivo está mal utilizando esta Ley, con una Ley y con 23 votos, acá derogamos la utilización de la APP en ese lugar donde vemos nosotros que se está mal utilizando. La famosa ITV también tiene un problema, y hoy acá se derogó con 23 votos.


O sea que hay, el Congreso nunca pierde esas atribuciones, y aquí hay congresistas responsables, y aquí nadie le quiere dar un cheque en blanco a nadie, porque nosotros somos celosos custodios de nuestro partido Colorado y queremos que haga una gran gestión en función de Gobierno, y nadie va a permitir acá que ningún aprovechador de esta Ley venga a lucrar a costa del pueblo paraguayo.


Tenemos que empezar a reconstruir la confianza en la clase política, porque si entre nosotros mismos no confiamos en nosotros, cómo vamos a hacer que la ciudadanía mire de vuelta con confianza y ganar de vuelta el prestigio ante la ciudadanía, de la clase política; primero nosotros tenemos que empezar a confiar entre nosotros. 
Y simplemente voy a seguir con otras cuestiones que considero muy importantes, en el tema laboral, porque hay muchos funcionarios públicos que tal vez estén preparando huelga en contra de esta Ley, y quiero decir esto claramente, señor Presidente.


Es importante aclarar que con la APP, a ningún obrero se le toca. La Ley de la Función Pública no se toca, la 1.626/2000 no se toca; la única manera que un funcionario público puede salir de su trabajo es a través de un sumario administrativo o a través del Congreso, que nosotros le saquemos la línea presupuestaria a ese cargo que tiene. No hay manera que con una APP un solo funcionario público sea tocado de su cargo. O sea que eso también es mentira, acá no está en riesgo un solo puesto laboral.   

Lo mismo se habló acá de los profesores, médicos, enfermeras; tampoco se deroga la Ley 2.051, esto se aplica a las operaciones y al mantenimiento administrativo de los centros educativos y hospitalarios, no se le toca a ningún funcionario de blanco, tampoco. Eso también creo importante aclarar. 
Y también quiero significar, señor Presidente, que esta Ley tienen todos los países del Cono Sur, tiene Colombia, tiene México, tiene Brasil, tiene Chile, tiene Uruguay, y ninguna necesita la aprobación del Congreso, caso por caso.


Voy a leer, si me permiten, una reciente concesión que se hizo en el Perú, para que se vea que con una buena visión, -esto es importante porque acá se dijo que en Perú se está por derogar esta Ley- hace poco, en una reciente concesión cofinanciada de telecomunicaciones para las zonas alejadas, el ganador ofreció, por ejemplo, un servicio de internet libre para cuatro mil colegios públicos, en la forma de asociación público-privada.
O sea que esta Ley está no solamente generando riquezas, sino también está generando una presencia social, y en muchos países como en Chile generó en los últimos tres años, más de 11.000 millones de dólares de inversión a través de esta Ley. Es un camino importante que tenemos para sacar adelante nuestro país.


Por eso, señor Presidente, pido a los colegas, que independientemente al apasionamiento con que se defiendan las ideas, demos un voto de confianza al Ejecutivo, y también nos demos un voto de confianza a nosotros mismos, porque al fin y al cabo, acá el Congreso no pierde ningún poder. 


Señor Presidente: solicito la aprobación de esta Ley con modificaciones. Gracias.

SEÑOR PRESIDENTE: Gracias, señor Senador. Tiene el uso de la palabra la señora Senadora Zulma Gómez.

SEÑORA SENADORA ZULMA GÓMEZ: Gracias, señor Presidente. Como habrán escuchado, estimados colegas, dentro de la bancada liberal existen posiciones diferentes, por eso en la bancada, hemos decidido liberar los votos para que cada Senador pueda votar de acuerdo a lo que crea que es más conveniente, según su criterio.


Al respecto quiero decirles, señor Presidente y estimados colegas, y a toda la gente que nos está escuchando, que las personas que vamos a apoyar la aprobación de este proyecto de Ley con modificaciones, versión Comisión de Legislación, consideramos que esto no es darle al Presidente de la República, Horacio Cartes, un cheque en blanco; consideramos que ni siquiera es un voto de confianza. 
Al aprobar este proyecto de Ley, le estamos exigiendo al presidente Horacio Cartes que empiece a realizar los cambios, que empiece mañana a hacer los cambios, que el Congreso, que el Senado de la Nación no está poniendo ningún obstáculo ni una barrera, para que se puedan realizar los cambios.


He estado diez años en el Congreso, señor Presidente, este es mi tercer período, y sé lo que significa para un Presidente de la República conseguir que el Parlamento apruebe algún proyecto, que sea beneficioso incluso para el país, cuando ya inclusive en alguna ocasión, dentro de su propio partido tiene problemas.


Apoyo esta Ley, porque creo que con esto, el Ejecutivo no va a tener ninguna excusa para no hacer los cambios, no va a tener ninguna excusa para no corregir las instituciones tan deficitarias como INC, como Petropar, que constituyen verdaderas sangrías al Estado paraguayo. 
Con esto le estamos dando una herramienta, y vuelvo a decir, respetando al Presidente del Partido, respetando a todos los colegas que tienen una posición diferente, nosotros también tenemos esta posición, y convencidos estamos que así como ya lo dijo el colega Mario Abdo Benítez, el Congreso no pierde poderes. 
Nosotros mañana podemos tener una mayoría y podemos derogar; es más, al aprobar esta Ley y vemos que no funciona, a estas empresas o a estas asociaciones público-privadas el Senado puede intervenir, puede pedir informes, podemos formar comisiones. El Senado de la Nación tiene mucho poder, y no estamos perdiendo al aprobar este proyecto de Ley.


Señor Presidente: sugiero que utilicemos el texto con las modificaciones introducidas por la Comisión de Legislación, Codificación, Justicia y Trabajo. Muchas gracias.

SEÑOR PRESIDENTE: Gracias, señora Senadora. Tiene el uso de la palabra el señor Senador Carlos Filizzola. 
SEÑOR SENADOR CARLOS FILIZZOLA: Gracias, señor Presidente. Mociono que la votación sea nominal.

SEÑOR PRESIDENTE: A votación la moción del señor Senador Carlos Filizzola. Suficiente mayoría.


APROBADA


Hay dos mociones: la moción de la Comisión de Legislación, Codificación, Justicia y Trabajo, de la aprobación con modificaciones, y la otra moción por el rechazo.


Vamos a tomar como base esas mociones y después aprobar artículo por artículo, en todo caso, según las modificaciones planteadas.


Se procederá a la votación por la aprobación con modificaciones o por el rechazo.

SECRETARIO GENERAL: 

SEÑOR SENADOR MARIO ABDO BENÍTEZ: Aprobación con modificaciones.

SEÑOR SENADOR ROBERTO ACEVEDO: Aprobación con modificaciones.

SEÑOR SENADOR NELSON DARÍO AGUINAGALDE GALLINAR: Aprobación con modificaciones.

SEÑORA SENADORA EMILIA ALFARO DE FRANCO: Ausente.

SEÑOR SENADOR GUSTAVO JAVIER ALFONSO GONZÁLEZ: Aprobación con modificaciones.

SEÑOR SENADOR CARLOS A. AMARILLA CAÑETE: Aprobación con modificaciones.

SEÑOR SENADOR ENRIQUE BACCHETTA: Aprobación con modificaciones.

SEÑOR SENADOR JOSÉ MANUEL BÓBEDA MELGAREJO: Aprobación con modificaciones.

SEÑOR SENADOR VÍCTOR ALCIDES BOGADO: Aprobación con modificaciones.

SEÑOR SENADOR ENZO CARDOZO JIMÉNEZ: Aprobación con modificaciones.

SEÑOR SENADOR LUIS ALBERTO CASTIGLIONI SORIA: Ausente.

SEÑOR SENADOR ADOLFO FERREIRO: Rechazo.

SEÑOR SENADOR CARLOS FILIZZOLA: Rechazo.

SEÑORA SENADORA BLANCA FONSECA LEGAL: Rechazo.

SEÑOR SENADOR JULIO CÉSAR FRANCO GÓMEZ: Rechazo.

SEÑOR SENADOR JUAN CARLOS GALAVERNA DELVALLE: Aprobación.

SEÑOR SENADOR ARNALDO GIUZZIO: Rechazo.

SEÑOR SENADOR RAMÓN GÓMEZ VERLANGIERI: Rechazo.

SEÑORA SENADORA ZULMA GÓMEZ: Aprobación con modificaciones.

SEÑOR SENADOR OSCAR GONZÁLEZ DAHER: Aprobación.

SEÑORA SENADORA MIRTA GUSINKY: Aprobación.

SEÑOR SENADOR MIGUEL LÓPEZ PERITO: Por el rechazo.

SEÑOR SENADOR FERNANDO LUGO MÉNDEZ: Por el rechazo.

SEÑOR SENADOR BLAS ANTONIO LLANO RAMOS: Aprobación con modificaciones.

SEÑORA SENADORA ESPERANZA MARTÍNEZ: Por el rechazo.

SEÑORA SENADORA DESIRÉE MASI: Por el rechazo.

SEÑORA SENADORA BLANCA LILA MIGNARRO: Por el rechazo.

SEÑOR SENADOR JUAN DARÍO MONGES ESPÍNOLA: Aprobación con modificaciones.

SEÑOR SENADOR  CARLOS NUÑEZ AGÜERO: Aprobación con modificaciones.

SEÑOR SENADOR DERLIS OSORIO: Aprobación con modificaciones.

SEÑORA SENADORA BLANCA OVELAR: Aprobación con modificaciones.

SEÑOR SENADOR SILVIO OVELAR BENÍTEZ: Aprobación con modificaciones.

SEÑOR SENADOR JORGE OVIEDO MATTO: Aprobación con modificaciones.

SEÑOR SENADOR SIXTO PEREIRA: Por el rechazo.

SEÑOR SENADOR EDUARDO PETTA SAN MARTÍN: Aprobación con modificaciones.

SEÑOR SENADOR JULIO QUIÑONEZ: Aprobación.

SEÑOR SENADOR HUGO RICHER: Rechazo.

SEÑOR SENADOR MIGUEL ABDÓN SAGUIER CARMONA: Rechazo.

SEÑOR SENADOR OSCAR SALOMÓN: Aprobación con modificaciones.

SEÑORA SENADORA LILIAN SAMANIEGO: Ausente.

SEÑOR SENADOR PEDRO ARTHURO SANTACRUZ INSAURRALDE: Rechazo.

SEÑOR SENADOR FERNANDO SILVA FACETTI: Aprobación con modificaciones.

SEÑOR SENADOR JULIO CÉSAR VELÁZQUEZ: Aprobación.

SEÑOR SENADOR LUIS ALBERTO WAGNER LEZCANO: Por el rechazo.

SEÑOR SENADOR ARNOLDO WIENS: Aprobación con modificaciones.

SEÑOR PRESIDENTE: El resultado de la votación es el siguiente: por la aprobación con modificaciones: 26 votos; por el rechazo 16 votos, y 3 ausentes.

Tratamiento en particular.


Tiene el uso de la palabra el señor Senador Juan Carlos Galaverna Delvalle.
SEÑOR SENADOR JUAN CARLOS GALAVERNA DELVALLE: Gracias, señor Presidente. Pongo a consideración de la Cámara por su intermedio, la posibilidad de que el tratamiento en particular lo hagamos por capítulo.

SEÑOR PRESIDENTE: Gracias, señor Senador. Tiene el uso de la palabra el señor Senador Miguel Abdón Saguier Carmona.

SEÑOR SENADOR MIGUEL ABDÓN SAGUIER CARMONA: Gracias, señor Presidente y Honorables Senadores: atento a la trascendencia e importancia que tiene este proyecto de Ley, solicito que se estudie artículo por artículo.

SEÑOR SENADOR JUAN CARLOS GALAVERNA DELVALLE: Señor Presidente: para una aclaración de veinte segundos. 
SEÑOR PRESIDENTE: Tiene el uso de la palabra el señor Senador Juan Carlos Galaverna Delvalle.

SEÑOR SENADOR JUAN CARLOS GALAVERNA DELVALLE: Señor Presidente: tratar por capítulo no implica cercenar la posibilidad de tratar ningún artículo, ni una línea, ni una palabra, ni una letra. Gracias.

SEÑOR PRESIDENTE: Gracias, señor Senador. Tiene el uso de la palabra el señor Senador Eduardo Petta San Martín.

SEÑOR SENADOR EDUARDO PETTA SAN MARTÍN: Gracias, señor Presidente. Creo que hay dictámenes de Comisiones, que difieren. En consecuencia, sostengo y secundo la moción del señor Senador Miguel Abdón Saguier, que sea artículo por artículo.

SEÑOR PRESIDENTE: Gracias, señor Senador. Tiene el uso de la palabra el señor Senador Enrique Bacchetta.

SEÑOR SENADOR ENRIQUE BACCHETTA: Gracias, señor Presidente. Es para respaldar la moción del señor Senador Juan Carlos Galaverna, y además, solicitar que el texto base sea el de la Comisión de Legislación, con modificaciones. Para aclarar.

SEÑOR PRESIDENTE: Gracias, señor Senador. Eso corresponde por Reglamento. Hay dos mociones: la del señor Senador Juan Carlos Galaverna Delvalle de votar por capítulo, y la moción del señor Senador Miguel Abdón Saguier Carmona de votar artículo por artículo.


A votación la moción del señor Senador Juan Carlos Galaverna Delvalle. 19 votos. Minoría.


RECHAZADA

SEÑOR SENADOR JORGE OVIEDO MATTO: Rectificación de votos, señor Presidente. 
SEÑOR PRESIDENTE: Se procederá nuevamente a la votación, a pedido del señor Senador Jorge Oviedo Matto. A votación la moción del señor Senador Juan Carlos Galaverna Delvalle. 20 votos. Minoría.


RECHAZADA

Vamos a votar artículo por artículo.


Se tomará como texto base el de la Comisión de Legislación, Codificación, Justicia y Trabajo.


Artículo 1º. A la vista de los señores Senadores. A votación. Suficiente mayoría.


APROBADO


Tiene el uso de la palabra la señora Senadora Esperanza Martínez.

SEÑORA SENADORA ESPERANZA MARTÍNEZ: Gracias, señor Presidente. Quisiéramos presentar algunas modificaciones al artículo 1º.

SEÑOR PRESIDENTE: Ya se votó, señora Senadora.

SEÑORA SENADORA ESPERANZA MARTÍNEZ: Pero levanté la mano, señor Presidente.
SEÑOR PRESIDENTE: No estaba inscripta usted, señora Senadora.
SEÑORA SENADORA ESPERANZA MARTÍNEZ: Oprimí el botón de pedido de uso de la palabra y está prendido acá, señor Presidente.

SEÑOR PRESIDENTE: Ahora que se le dio el uso de la palabra se prendió. Pida la reconsideración, señora Senadora. No estaba inscripta.


Artículo 2º. A la vista de los señores Senadores.


Tiene el uso de la palabra el señor Senador Adolfo Ferreiro.

SEÑOR SENADOR ADOLFO FERREIRO: Gracias, señor Presidente. ¿Podríamos no llevar la discusión a tambor batiente?, porque o si no, no va a ser productivo el debate; lo digo con ánimo constructivo.

SEÑOR SENADOR JUAN CARLOS GALAVERNA DELVALLE: No es a tambor batiente, es artículo por artículo; pero si una vez aprobado pedís la palabra, no va terminar nunca. 
SEÑOR SENADOR ADOLFO FERREIRO: Yo sugiero para la continuación del debate. Porque eso de “Artículo 1º, 2°, aprobado”, y no leímos ningún artículo. Tiene que haber una mínima disposición de tiempo razonable al debate; ahora, si no es la práctica de esta Cámara, disculpe, pero no creo que sea una manera constructiva de debatir.

SEÑOR PRESIDENTE: En este momento, señor Senador, vamos a ir discutiendo artículo por artículo, eso es lo que se está planteando.


Tiene el uso de la palabra la señora Senadora Esperanza Martínez.

SEÑORA SENADORA ESPERANZA MARTÍNEZ: Gracias, señor Presidente. El artículo 2º en el inciso b), donde establece la figura de compromisos fiscales por parte del Estado y que esto tenga efecto sobre los usuarios, solicitamos que esa frase sea excluida del artículo. 


Dice: “El objeto de la presente Ley…”, ahí agregamos “en todos sus aspectos” y queda hasta allí, y se excluye lo que dice en el párrafo siguiente: “quedando incluidos los actos que impliquen compromisos fiscales para el Estado y tengan efecto sobre los usuarios”, y seguidamente se agrega: “así como los informes de calidad de las obras desde una valoración cuantitativa como cualitativa”. Gracias, señor Presidente.

SEÑOR PRESIDENTE: Gracias, señora Senadora. Tiene el uso de la palabra la señora Senadora Desirée Masi. 

SEÑORA SENADORA DESIRÉE MASI: Pido permiso para retirar la bancada, señor Presidente. Gracias. 

SEÑOR PRESIDENTE: Adelante, señora Senadora. 
A votación el Artículo 2º, versión Comisión de Legislación. Suficiente mayoría. 

APROBADO


Artículo 3º. A la vista de los señores Senadores. A votación. Suficiente mayoría. 

APROBADO

Artículo 4º. A la vista de los señores Senadores. A votación. Suficiente mayoría. 

APROBADO

Tiene el uso de la palabra el señor Senador Jorge Oviedo Matto.

SEÑOR SENADOR JORGE OVIEDO MATTO: Señor Presidente: una consulta vía Secretaría a la Presidencia, ¿en esta instancia, consulto, puedo solicitar que el tratamiento sea por capítulos ahora? Yo propongo.

SEÑOR PRESIDENTE: Vamos a seguir nomás, por favor, señor Senador. 

Artículo 5º. A la vista de los señores Senadores. A votación. Suficiente mayoría. 

APROBADO

Artículo 6º. A la vista de los señores Senadores. A votación. Suficiente mayoría. 

APROBADO

Artículo 7º. A la vista de los señores Senadores. A votación. Suficiente mayoría. 

APROBADO

Artículo 8º. A la vista de los señores Senadores. A votación. Suficiente mayoría. 

APROBADO

Artículo 9º. A la vista de los señores Senadores. A votación. Suficiente mayoría. 

APROBADO

Artículo 10. A la vista de los señores Senadores. A votación. Suficiente mayoría. 

APROBADO

Artículo 11. A la vista de los señores Senadores. A votación. Suficiente mayoría. 

APROBADO
Artículo 12. 
SEÑOR SENADOR JORGE OVIEDO MATTO: Por capítulos tratemos, señor Presidente, yo solicito nuevamente.

SEÑOR PRESIDENTE: Señores Senadores y señoras Senadoras: se rompió el cuórum, se levanta la sesión, siendo las dieciocho horas con treinta y cinco minutos.
SON LAS 18:35 HORAS.
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